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El presente asunto tiene origen en la determinación de un crédito fiscal a ********** 
por concepto de impuesto sobre la renta, actualizaciones, recargos y multas, 
correspondiente al ejercicio fiscal de dos mil nueve. Inconforme, la empresa referida 
interpuso recurso de revocación, el cual fue resuelto por la autoridad hacendaria en 
el sentido de confirmar la resolución recurrida. Previos juicios de nulidad y de amparo 
directo en el que se concedió la protección constitucional a la quejosa para los 
efectos precisados más adelante, la empresa señalada promovió juicio de amparo 
directo en contra de la sentencia dictada en cumplimiento por la Primera Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la que reconoció 
la validez de las resoluciones impugnadas. El órgano colegiado que previno en el 
conocimiento del juicio de amparo directo, negó la protección constitucional. En 
desacuerdo, la empresa quejosa interpuso recurso de revisión, el cual constituye la 
materia de impugnación del presente medio de defensa. 
 
El presente proyecto propone desechar la revisión principal por improcedente, dejar 
firme la sentencia recurrida y declarar sin materia la revisión adhesiva. 
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inconstitucionalidad de los artículos 24, 25 y 61 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por 
considerarlos contrarios al principio de facultad 
legislativa prevista en el numeral 73, fracción 
VII, de la Constitución Federal, así como a los 
principios de interpretación conforme, pro 
persona, seguridad jurídica, proporcionalidad y 
equidad tributarias; 42 y 76 del Código Fiscal de 
la Federación, al estimar que el primero 
señalado vulnera los principios de legalidad y 
seguridad jurídica y, el segundo, el principio de 
proporcionalidad de las multas previsto en el 
artículo 22 constitucional.  

2.  

3. Mientras que en la sentencia recurrida se 
abordó su análisis bajo las consideraciones 
sustentadas por el órgano colegiado antes 
sintetizadas.  
 

4. Sin embargo, no se colma el segundo 
requisito de procedencia del recurso de 
revisión, toda vez que los temas de 
constitucionalidad planteados no revisten 
interés excepcional en materia constitucional o 
de derechos humanos, ya que los agravios no 
son aptos ni suficientes para estimar 
controvertida la determinación del tribunal 
colegiado en torno a los mismos, lo que se 
demuestra a continuación. 
 

5. Al resultar inoperantes los agravios hechos 
valer, es claro que la cuestión de 
constitucionalidad subsistente no daría lugar a 
un pronunciamiento novedoso o de relevancia 
para el orden jurídico nacional por lo que dicho 
asunto es improcedente y, por consiguiente, 
debe desecharse. 
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en sesión correspondiente al _________ de dos mil veinticinco, 

emite la siguiente: 

 
     S E N T E N C I A 

 

Que resuelve el recurso de revisión en amparo directo 5731/2025, 

interpuesto por **********, por conducto de su apoderada legal, en contra de 

la sentencia dictada por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito el ocho de julio de dos mil veinticinco, en 

el juicio de amparo directo D.A. **********.  
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I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

6. Objeto social. ********** es una sociedad cuya actividad, entre otras, 

consiste en ser tenedora de acciones de otras sociedades, destacando que 

en el año de dos mil nueve vendió diversas acciones. 

 

7. Revisión de papeles de trabajo respecto del dictamen fiscal. El 

Administrador de Fiscalización a Empresas que Consolidan Fiscalmente 

“3”, de la Administración Central de Fiscalización a Empresas que 

Consolidan Fiscalmente, adscrita a la Administración General de Grandes 

Contribuyentes del Servicio de Administración Tributaria citó al contador 

público registrado que dictaminó los estados financieros de **********, a la 

revisión de papeles de trabajo que presentó en relación con dicho dictamen 

por el ejercicio fiscal de dos mil nueve. Lo anterior, por oficio ********** de 

ocho de octubre de dos mil trece. 

 

8. Solicitud de información respecto de la pérdida por enajenación de 

acciones. El Administrador de Fiscalización a Empresas que Consolidan 

Fiscalmente, adscrito a la Administración General de Grandes 

Contribuyentes del Servicio de Administración Tributaria solicitó al contador 

público registrado que dictaminó los estados financieros de **********, 

diversa documentación e información adicional relativa a las pérdidas por 

enajenación de acciones por el ejercicio fiscal de dos mil nueve. Ello, 

mediante oficio ********** de ocho de agosto de dos mil catorce. 

 

9. Oficio de observaciones. La Administración Central de Fiscalización a 

Empresas que Consolidan Fiscalmente, adscrita a la Administración 

General de Grandes Contribuyentes del Servicio de Administración 

Tributaria dio a conocer a ********** los hechos u omisiones conocidos que 

entrañaron incumplimiento de las disposiciones fiscales, con relación a la 

revisión de sus estados financieros por el ejercicio fiscal de dos mil nueve. 

Lo anterior, a través del oficio de observaciones ********** de cinco de 

octubre de dos mil quince. 
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10. Determinación de crédito fiscal. La 

Administración Central de Fiscalización a 

Grupos de Sociedades, adscrita a la 

Administración General de Grandes 

Contribuyentes del Servicio de Administración Tributaria, le determinó a 

********** un crédito fiscal en cantidad total de **********, por concepto de 

impuesto sobre la renta, actualizaciones, recargos y multas 

correspondientes al ejercicio fiscal de dos mil nueve. Ello, mediante oficio 

********** de uno de abril de dos mil dieciséis. 

 

11. Recurso de revocación. En desacuerdo con lo anterior, ********** interpuso 

recurso de revocación, el cual fue resuelto por el Administrador de lo 

Contencioso de Grandes Contribuyentes “6” del Servicio de Administración 

Tributaria, en el sentido de confirmar la determinación recurrida. Lo anterior, 

mediante resolución contenida en el oficio **********, de dieciocho de 

diciembre de dos mil diecisiete. 

 

12. Juicio contencioso administrativo. En contra de dicha resolución 

********** promovió juicio contencioso administrativo, del cual tocó conocer 

a la Décimo Primera Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, el cual previo ejercicio de su facultad de atracción y 

registro del asunto con el número de expediente **********, fue resuelto por 

el Pleno de la Sala Superior de dicho tribunal en el sentido de reconocer la 

validez de las resoluciones impugnadas. Ello, mediante sentencia de cinco 

de diciembre de dos mil diecinueve. 

 

13. Primer juicio de amparo directo. Inconforme con dicha decisión, la 

empresa ********** promovió juicio de amparo directo, el cual fue radicado 

en el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito bajo el número de expediente D.A. **********, quien en 

sesión de veinte de enero de dos mil veintiuno concedió el amparo 

solicitado a la quejosa, para el efecto de que la Sala Superior responsable: 

 
1. Dejara insubsistente la sentencia reclamada. 
2. En su lugar, emitiera otra en la que: 

a)  Reiterara las consideraciones que no fueron objeto de la protección 
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constitucional otorgada; y, 
b)  Con plenitud de jurisdicción, resolviera de manera fundada y motivada lo 

que en derecho correspondiera respecto de los argumentos hechos valer 
por la quejosa cuyo estudio omitió, consistentes en el análisis conjunto de 
los numerales 24 y 25 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

14. Primer recurso de revisión. Al discrepar con esta ejecutoria, la empresa 

quejosa interpuso recurso de revisión, el cual registrado como amparo 

directo en revisión ********** y turnado a la extinta Segunda Sala de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien en sesión de veintitrés de 

febrero de dos mil veintidós, declaró fundado el agravio formulado en torno 

al tema de constitucionalidad planteado respecto de la Regla 2.12.9 de la 

Resolución Miscelánea Fiscal para dos mil quince, pero infundado el 

concepto de violación correspondiente, así como fundados pero 

inoperantes los restantes tópicos relacionados con aspectos de 

constitucionalidad, por lo que confirmó la sentencia recurrida y concedió el 

amparo solicitado por la quejosa. 

 

15. La extinta Segunda Sala de este Tribunal Constitucional arribó a dicha 

conclusión, al determinar que la Regla 2.12.9 de la Resolución Miscelánea 

Fiscal para dos mil quince no es contraria a los principios de legalidad y 

seguridad jurídica, en particular por lo que hace a los subprincipios de 

reserva de ley y subordinación normativa, en relación con lo establecido en 

el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación.  

 

16. Asimismo, sostuvo que si bien era fundado que no se había efectuado un 

pronunciamiento en relación a la inconstitucionalidad hecha valer por lo que 

hacía al artículo 42 del Código Federal de la Federación, lo cierto era que 

en atención a los efectos generados con la concesión del amparo, la Sala 

Superior responsable analizaría de nueva cuenta lo relativo a la 

indispensabilidad de deducciones a que se refiere el artículo 31 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta y, por ende, de la razón de negocios y 

sustancia económica necesarias para ello, por lo que no era el momento 

para emitir un pronunciamiento al respecto. 
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17. Sentencia en cumplimiento. La 

Primera Sección de la Sala Superior del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en 

cumplimiento a la ejecutoria dictada en el 

amparo directo D.A. **********, dejó insubsistente la sentencia dictada el 

cinco de diciembre de dos mil diecinueve y reconoció la validez de las 

resoluciones impugnadas. Lo anterior, mediante sentencia de veintiséis de 

abril de dos mil veintidós. 

 

18. Segundo juicio de amparo directo. En desacuerdo con dicha decisión, la 

empresa ********* promovió juicio de amparo directo, del cual correspondió 

conocer al Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, cuyo Presidente ordenó registrar la demanda con el 

número de expediente D.A. ********** y la admitió a trámite. Ello, mediante 

acuerdo de cuatro de agosto de dos mil veintidós. 

 

19. Conceptos de violación. La empresa quejosa esgrimió argumentos 

tendentes a evidenciar la inconstitucionalidad de los artículos 24, 25 y 

61 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por considerarlos contrarios al 

principio de facultad legislativa prevista en el numeral 73, fracción VII, de la 

Constitución Federal, así como a los principios de interpretación conforme, 

pro persona, seguridad jurídica, proporcionalidad y equidad tributarias; 42 

y 76 del Código Fiscal de la Federación, al estimar que el primero 

señalado vulnera los principios de legalidad y seguridad jurídica y, el 

segundo, el principio de proporcionalidad de las multas previsto en el 

artículo 22 constitucional. Ello, en sus conceptos de violación noveno, 

décimo primero, décimo segundo, décimo cuarto, décimo quinto, décimo 

séptimo al décimo noveno. 

 

19.1 En el noveno concepto de violación, la empresa quejosa alegó que la 
sentencia reclamada era violatoria del artículo 1 de la Constitución General, 
en virtud de que la Primera Sección de la Sala Superior responsable no 
llevó a cabo una interpretación más benéfica o pro persona para el 
contribuyente del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
 

19.2 Sostuvo lo anterior, ya que la interpretación que le era más favorable era la 
aplicación estricta de lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley del Impuesto 
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sobre la Renta vigente en dos mil nueve, pues en dicho precepto no se 
advierte que las pérdidas fiscales que se deben adicionar al costo 
comprobado de adquisición de las acciones emisoras, deban ser 
imperativamente las generadas por las sociedades emisoras, pues de 
manera literal se establece que serán las pérdidas obtenidas y no las 
generadas por la propia sociedad emisora, como lo interpretó la 
responsable. 
 

19.3 Aseveró que a partir de una interpretación lógica del artículo 24 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, conforme el principio general de derecho que 
reza "donde la ley no distingue no cabe distinguir", se puede aplicar la 
mecánica que establece las pérdidas fiscales obtenidas con motivo de la 
escisión para la determinación del monto original ajustado de las acciones, 
además de que de una interpretación armónica del precepto en cita con los 
diversos 25 y 61 del ordenamiento mencionado, la pérdida fiscal de una 
sociedad es la misma que con motivo de su escisión obtuvieron las 
sociedades escindentes. 
 

19.4 En el décimo primer concepto de violación sostuvo que era inconstitucional 
el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por ser contrario al 
principio de proporcionalidad tributaria previsto en el artículo 31, fracción IV 
constitucional, debido a que a partir de la reforma que dio origen a dicho 
precepto legal, se incorporó en la mecánica de la determinación de la 
ganancia o pérdida por la enajenación de acciones, la adición de las 
pérdidas fiscales obtenidas pendientes por amortizar a efecto de neutralizar 
el impacto negativo y, en consecuencia, salvaguardar el aludido principio, 
por lo que al no permitir dicha adición, como lo determinó la responsable, 
la mecánica vuelve a generar un impacto negativo en el patrimonio del 
adquirente, lo que transgrede el principio de referencia. 
 

19.5 En el décimo segundo concepto de violación adujo que el artículo 24 de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta vulnera el principio de equidad o igualdad 
tributaria, pues la Sala responsable interpretó ilegalmente tal precepto al 
considerar que la intención del legislador fue que las pérdidas que se 
adicionen para la determinación del costo promedio por acción, deberían 
ser aquellas que la persona moral emisora de las acciones haya obtenido 
(generado) en los ejercicios anteriores a la fecha en la que el contribuyente 
adquirió las acciones de que se trate. 
 

19.6 Aseveró que la interpretación adoptada por las autoridades demandadas 
de la fracción III del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
genera una inequidad tributaria respecto de contribuyentes que se 
encuentran en la misma situación frente a la norma. 
 

19.7 Expuso lo anterior, ya que mientras que las sociedades tenedoras cuyas 
emisoras obtienen pérdidas fiscales por cualquier otro medio o forma, 
distintos a la escisión, sí pueden considerarlas para la sumatoria al costo 
comprobado de las acciones, ella no podrá hacerlo pues a consideración 
de las demandadas, no pueden adicionarse las pérdidas generadas u 
obtenidas con motivo de la escisión al tratarse de sociedades diversas, 
generando un trato inequitativo frente a la misma situación jurídica. 
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19.8 En el décimo cuarto concepto de 
violación afirmó que de ser procedente la 
interpretación de la Sala responsable, el 
artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta era inconstitucional por transgredir el 
principio de facultad legislativa previsto en el 

artículo 73, fracción VII constitucional, debido a que a partir de la reforma 
que dio origen a dicho precepto legal, se incorporó en la mecánica de la 
determinación de la ganancia o pérdida por la enajenación de acciones la 
adición de las pérdidas fiscales obtenidas pendientes por amortizar a efecto 
de neutralizar el impacto negativo por lo que, al no permitir dicha adición, 
como lo determinó la responsable, la mecánica vuelve a generar un impacto 
negativo en el patrimonio del adquirente. 
 

19.9 Destacó que en la exposición de motivos de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta vigente a partir de dos mil uno, el Ejecutivo Federal propuso al 
Congreso de la Unión modificar los artículos 19 y 19-A de la entonces 
vigente Ley del Impuesto sobre la Renta, preceptos que regulaban la 
determinación del costo fiscal de acciones (ahora artículos 24 y 25 de dicho 
ordenamiento vigentes en dos mil nueve), para incorporar en el cálculo de 
la ganancia o pérdida derivada de la enajenación de acciones, el efecto de 
las pérdidas fiscales sufridas por el enajenante y que amortizara el 
adquirente en su periodo de tenencia. 

 
19.10 Esto es, si el enajenante de las acciones de la emisora absorbe las 

consecuencias económicas derivadas de la existencia de pérdidas fiscales 
sufridas en su periodo de tenencia y pendientes de amortizar mediante la 
disminución de su costo fiscal, para hacer neutral el régimen, el adquirente 
de dichas acciones debe adicionar a su costo fiscal un monto equivalente 
a las pérdidas sufridas antes de su adquisición, pero amortizadas durante 
su periodo de tenencia. 
 

19.11 Explicó que, bajo dicha mecánica, el adquirente de las acciones de una 
emisora que tiene el hecho negativo de contar con pérdidas fiscales 
pendientes de amortizar, si en un futuro decide enajenar dichas acciones, 
deberá adicionar al costo comprobado de adquisición actualizado, el monto 
de las pérdidas fiscales que se encontraban pendientes de amortizar al 
momento de la adquisición y que se amortizaron contra las utilidades 
fiscales generadas durante su periodo de tenencia. 
 

19.12 En este contexto, adujo que era procedente que al realizar el cálculo del 
costo promedio por acción de las acciones de las sociedades ********** y 
**********, ambas **********, adicionara las pérdidas fiscales obtenidas 
previamente al periodo de su tenencia accionaria, pérdidas fiscales que 
derivaron de la división que se realizó en virtud de la escisión con las 
sociedades ********** y ********** ambas **********, pues a través de 
adicionar al costo comprobado de adquisición las pérdidas sufridas antes 
de su adquisición, pero amortizadas durante su periodo de tenencia, se 
neutralizó el efecto económico de dicha pérdida, pues la misma había sido 
restada con anterioridad por el enajenante. 
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19.13 Por tanto, alegó que al no considerarse la adición de las pérdidas fiscales 
obtenidas previamente al periodo de tenencia accionaria, se distorsionó el 
esquema de neutralidad, pues el enajenante primigenio de las acciones ya 
pagó el impuesto correspondiente al momento de restar dichas pérdidas de 
su costo comprobado de adquisición, resultando ser la única forma para 
neutralizar el efecto que el adquirente adicione tales pérdidas cuando en su 
momento las venda, transgrediendo de esta manera el principio de facultad 
legislativa al no atender a la intención del legislador. 
 

19.14 En el décimo quinto concepto de violación aseveró que el artículo 25 de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta era contrario al principio de 
proporcionalidad tributaria, al considerar que las pérdidas fiscales 
pendientes de disminuir que se deberán adicionar para la determinación del 
costo comprobado de adquisición de las acciones, no las constituyen 
aquellas obtenidas por virtud de una escisión de sociedades. Tratándose 
de las acciones emitidas por las sociedades escindidas, el costo 
comprobado de adquisición será el que derive de calcular el costo promedio 
por acción de las acciones canjeadas por cada accionista (costo que se 
hereda). 
 

19.15 En el décimo séptimo concepto de violación sostuvo que el artículo 42 del 
Código Fiscal de la Federación era inconstitucional al transgredir los 
principios de legalidad y seguridad jurídica, debido a que no prevé de 
manera expresa la facultad de las autoridades fiscales para determinar qué 
operaciones celebradas por los contribuyentes carecen de razón de 
negocios y sustancia económica. 
 

19.16 En el décimo octavo concepto de violación arguyó que el artículo 61 de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta era inconstitucional a partir de la 
interpretación de la Primera Sección de la Sala Superior responsable, al 
desconocer el derecho de división de pérdidas fiscales entre sociedades 
escindentes y escindidas que otorga dicho precepto en el último párrafo, 
así como los efectos que reconoce al respecto.  
 

19.17 En una parte del décimo noveno concepto de violación señaló que el 
artículo 76 del Código Fiscal de la Federación era inconstitucional por 
vulnerar el artículo 22 de la Constitución General, ya que para cualquier 
infracción a las disposiciones fiscales que originen omisión total o parcial 
de contribuciones, se prevé una multa a partir del 55% (cincuenta y cinco 
por ciento), independientemente de la infracción cometida y por el sólo 
hecho de infringir cualquier disposición fiscal, lo que deja de atender a la 
conducta en particular y a los efectos que se producen, imponiendo una 
sanción que no resulta razonable ni correspondiente con la afectación 
causada. 
 

20. Sentencia del juicio de amparo. El órgano colegiado negó el amparo 

solicitado por la quejosa en sesión de ocho de julio de dos mil veinticinco. 

Para arribar a dicha conclusión, en la parte que interesa, sostuvo las 

consideraciones siguientes: 
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20.1 En el considerando noveno de la 
sentencia impugnada realizó el análisis de 
constitucionalidad planteado.  
 
20.2 En el apartado 1, el órgano de amparo 
calificó de infundados los argumentos 

planteados en el décimo cuarto concepto de violación, en atención a que al 
margen de que la inconstitucionalidad planteada se hizo depender de la 
interpretación de la responsable al artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, lo cierto es que las iniciativas no forman parte de la 
fundamentación en la que toda autoridad debe sustentar la emisión de sus 
actos administrativos, pues si bien es cierto le sirven de apoyo para 
comprender la intención del legislador respecto de los preceptos legales 
aplicables, también lo era que ello no significa que dicha autoridad 
contravenga el contenido de tales iniciativas y menos aún que por esa 
circunstancia deba declararse la nulidad de las resoluciones que al efecto 
dicte, pues en todo caso, se estaría frente a una contravención de lo 
dispuesto en el precepto normativo, lo cual no aconteció en la especie. 
 

20.3 En el apartado 2, el órgano colegiado calificó de ineficaces los 
planteamientos esgrimidos en el noveno, décimo primer y décimo quinto 
conceptos de violación, al considerar que la causa de pedir en la 
argumentación de la parte quejosa persiguió validar una operación 
específica como era la deducción de pérdidas obtenidas a través de la 
escisión de sociedades, lo cual no implicaba calificar en abstracto el 
alcance interpretativo de los artículos 24 y 25 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, sino su aplicación a un caso concreto mediante un ejercicio tácito 
de subsunción. 
 

20.4 Además, sostuvo que el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
si bien no define el concepto o lo que debe entenderse por pérdidas fiscales 
obtenidas para efecto de determinar el monto original ajustado de las 
acciones, ello no lo torna inconstitucional, porque no existe la obligación 
para el legislador de definir todos los conceptos que la norma contenga y 
que formen parte de su redacción o espíritu legal. 
 

20.5 En consecuencia, determinó que el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta vigente en dos mil nueve no es inconstitucional por indefinición del 
concepto o lo que debe entenderse por pérdidas fiscales obtenidas, para 
efectos de determinar el monto original ajustado de las acciones. 
 

20.6 Asimismo, concluyó que se estaban introduciendo factores de juicio que 
más que controvertir la constitucionalidad de la norma reclamada en sí 
misma considerada, en realidad se encaminaban a evidenciar una 
inconstitucionalidad artificial que no radicaba en el contenido propio de 
dicha norma, sino en posibles abusos en la aplicación del acto legislativo 
por parte de las autoridades que los utilicen como fundamentos de sus 
actos. 
 

20.7 Sostuvo lo anterior, toda vez que la quejosa hizo valer que para neutralizar 
los efectos económicos, era procedente que realizara el cálculo del costo 
promedio por acción de las acciones de las sociedades ********** y 
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**********, y adicionara las pérdidas fiscales obtenidas por éstas con 
anterioridad al periodo de la tenencia accionaria de su parte (**********), 
pérdidas fiscales que derivaron de la división que se realizó en virtud de la 
escisión de las sociedades ********** y **********. 
 

20.8 Aspectos que, en todo caso, afirmó que no tornaban a la norma reclamada 
contraria a la Constitución General, sino más bien importarían un 
planteamiento que de concretizarse casuísticamente, serían objeto de 
análisis a nivel de legalidad por la operatividad legal de su actuar y no por 
la redacción del numeral reclamado. 
 

20.9 Para sustentar lo anterior, el Tribunal Colegiado citó los siguientes criterios 
jurisprudenciales emitidos por las extintas Primera y Segunda Salas de este 
Tribunal Constitucional: 
 
Tesis 2a./J. 88/2003, de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y 
AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO TIENDEN A DEMOSTRAR 
LA INCONSTITUCIONALIDAD DE ALGÚN PRECEPTO, 
SUSTENTÁNDOSE EN UNA SITUACIÓN PARTICULAR O 
HIPOTÉTICA”. 
 
Tesis 1a./J. 1/2006, de rubro: “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO 
DEPENDE DE QUE ESTABLEZCAN CONCEPTOS 
INDETERMINADOS”. 
 
Tesis 2a. LXIV/2001, de rubro: “LEYES. EL ANÁLISIS DE SU 
CONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE REALIZARSE ATENDIENDO A 
LOS ABUSOS QUE PUEDAN HACERSE DE ELLAS”. 
 
Tesis 2a./J. 92/2005, de rubro: “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD 
NO DEPENDE DE LOS VICIOS EN LA REDACCIÓN E IMPRECISIÓN 
DE TÉRMINOS EN QUE EL LEGISLADOR ORDINARIO PUEDA 
INCURRIR”. 
 

20.10 En el apartado 3, el órgano de control constitucional calificó de ineficaz el 
décimo segundo concepto de violación, al estimar que no fue posible 
comparar la situación jurídica de una empresa emisora de acciones que 
genera pérdidas fiscales en un determinado periodo de tenencia, como 
parte de la determinación de sus obligaciones en materia del impuesto 
sobre la renta, con una empresa que surge de una escisión y a la que se le 
transmiten pérdidas para la determinación de sus obligaciones en materia 
del impuesto sobre la renta, por circunstancias ajenas a su operatividad, 
por lo que el comparativo pretendido por la parte quejosa no encontró 
asidero jurídico dado que las empresas no se encuentran en igualdad de 
circunstancias que pudieran tener o ser objeto de un trato diferenciado 
frente a los artículos 24 y 25 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
 

20.11 En el apartado 4, el órgano de amparo decretó la inoperancia del décimo 
octavo concepto de violación, al considerar que sus planteamientos de 
constitucionalidad estaban encaminados a evidenciar vicios de legalidad 
respecto de la aplicación del artículo 61 de la Ley del Impuesto sobre la 



AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 5731/2025 

 

 
11 

 

Renta, los cuales analizó en el apartado de 
legalidad de la sentencia recurrida. 
 
20.12 En el apartado 5, el órgano colegiado 
calificó de inoperante el décimo séptimo 
concepto de violación, al estimar que el 

planteamiento de constitucionalidad que formuló respecto del artículo 42 
del Código Fiscal de la Federación a la luz del principio de seguridad 
jurídica, lo hizo depender de su propia situación particular con base en las 
características individuales que se originaron con motivo de la escisión 
respecto de la cual calculó las pérdidas fiscales objeto de la litis 
originalmente planteada en el juicio de nulidad. 
 

20.13 Asimismo, sostuvo que la quejosa le atribuyó a dicho precepto reclamado 
vicios de imprecisión en su expedición de carácter gramatical que conllevó 
a la indebida interpretación y aplicación en la sentencia reclamada por parte 
de la Sala responsable, ejercicio que precisamente denota que no se 
estaba en presencia de un problema de constitucionalidad de dicha norma 
general, sino que en todo caso ello involucraba un examen de legalidad. 
 

20.14 El Tribunal Colegiado apoyó dichos asertos, en el criterio contenido en la 
jurisprudencia 2a./J. 92/2005, emitida por la extinta Segunda Sala de esta 
Suprema Corte de Justicia, de rubro: “LEYES. SU 
INCONSTITUCIONALIDAD NO DEPENDE DE LOS VICIOS EN LA 
REDACCIÓN E IMPRECISIÓN DE TÉRMINOS EN QUE EL LEGISLADOR 
ORDINARIO PUEDA INCURRIR”. 
 

20.15 Finalmente, el órgano de control constitucional desestimó los argumentos 
de constitucionalidad planteados en una parte del décimo noveno concepto 
de violación en torno al artículo 76 del Código Fiscal de la Federación a la 
luz del artículo 22 constitucional, al considerar que la determinación de 
multas es acorde con la facultad del legislador democrático de determinar 
el grado en que una conducta infractora afecta al orden público y el interés 
social, así como el monto de la sanción pecuniaria suficiente para disuadir 
y corregir su comisión. 
 

20.16 Además, consideró que la cuantía prevista en el precepto reclamado de 
referencia oscila entre un mínimo y un máximo que permite a la autoridad 
sancionadora individualizar el monto respectivo acorde con la gravedad de 
la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia de éste 
en la comisión del hecho que la motiva o cualquier otro elemento del que 
pueda inferirse la gravedad o levedad del hecho sancionado, lo cual debe, 
en todo caso, ser fundado y motivado de conformidad con lo previsto en el 
artículo 16 constitucional, salvo que se trate de la mínima. 
 

20.17 Sustentó tal determinación, en el criterio contenido en la tesis aislada 1a. 
XXXI/2017 (10a.), emitida por la extinta Primera Sala de este Tribunal 
Constitucional, de rubro: “MULTA POR CONTRIBUCIONES OMITIDAS. 
LA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO RESULTA EXCESIVA EN LOS 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2008)”. 
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21. Recurso de revisión. En contra de dicha sentencia, la empresa quejosa 

**********, por conducto de su apoderada legal **********, interpuso recurso 

de revisión mediante escrito presentado vía electrónica el veintisiete de 

agosto de dos mil veinticinco, en el cual hace valer seis agravios, en los 

que sustancialmente manifiesta lo siguiente: 

 
21.1 En su primer agravio, la recurrente alega que, contrario a lo determinado 

por el órgano de control constitucional, el artículo 24 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta deviene inconstitucional por ser contrario al principio de 
facultad legislativa previsto en el numeral 73, fracción VII, constitucional, a 
partir de la interpretación efectuada por la Primera Sección de la Sala 
Superior responsable y validada por el órgano colegiado, pues no atiende 
a la intención del legislador en el proceso que dio origen al precepto legal 
referido. 
 

21.2 Sostiene lo anterior, ya que derivado de la reforma que dio origen a dicho 
precepto legal se incorporó en la mecánica de la determinación de la 
ganancia o pérdida por la enajenación de acciones, la adición de las 
pérdidas fiscales obtenidas pendientes por amortizar a efecto de neutralizar 
el impacto negativo por lo que, al no permitir dicha adición, como lo 
determinó la responsable, la mecánica vuelve a generar un impacto 
negativo en el patrimonio del adquirente. 
 

21.3 En suma, destaca que las reformas a la fracción III del artículo 24 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, tuvieron como propósito neutralizar la 
mecánica para la determinación de la ganancia o pérdida fiscal, por lo que 
de considerarse correcta la interpretación de la Primera Sección de la Sala 
Superior responsable validada por el órgano de amparo respecto de dicho 
precepto, se dejaría de observar la intención del legislador con la reforma 
a dicho ordenamiento. 
 

21.4 En su segundo agravio, aduce que contrario a lo sostenido por el órgano 
colegiado, el artículo 24, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
sí contraviene el principio de seguridad jurídica, al emplear una locución 
difusa para regular cuáles son las pérdidas fiscales amortizadas que deben 
ser adicionadas al costo fiscal de la acción. 
 

21.5 Refiere que la circunstancia de que a partir de una interpretación gramatical 
de la locución “pérdidas fiscales que la persona moral emisora de las 
acciones haya obtenido en ejercicios anteriores” contenida en el precepto 
legal mencionado, no sea posible desentrañar su significado y que, por el 
contrario, se tengan que emplear otros métodos diversos y propios de los 
operadores jurídicos, solo deja en evidencia la inconstitucionalidad del 
numeral en cita al transgredir la seguridad y certidumbre jurídica que 
consagra el artículo 16 constitucional. 
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21.6 En su tercer agravio, afirma que el 
órgano colegiado no analizó de manera 
exhaustiva el concepto de violación en el que 
hizo valer la inconstitucionalidad del artículo 
24, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta a la luz de los principios de legalidad y 

seguridad jurídica, por no permitir integrar pérdidas fiscales obtenidas 
previamente a la mecánica establecida, así como por no establecer qué 
documentos comprobatorios demuestran la integridad del costo fiscal. 
 

21.7 En ese tenor, resalta que como lo planteó en su demanda de amparo, las 
pérdidas amortizadas por la emisora ya tuvieron una incidencia impositiva, 
lo cual refuerza el hecho de que en el caso debe reconocerse el impacto 
económico que dichas pérdidas fiscales tuvieron en el patrimonio de la 
tenedora de las acciones respectivas. 
 

21.8 En su cuarto agravio, alega que el órgano colegiado omitió el estudio de 
constitucionalidad del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta a 
la luz del principio de proporcionalidad tributaria que planteó en su 
demanda de amparo. 
 

21.9 En su quinto agravio, asevera que contrario a lo que resolvió el órgano de 
amparo, la fracción III del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
sí transgrede el principio de equidad tributaria al establecer que las 
pérdidas fiscales que la sociedad emisora de las acciones haya obtenido 
en ejercicios anteriores a la fecha de adquisición pueden adicionarse para 
determinar el monto original ajustado de las acciones que han de 
enajenarse por el contribuyente. 

 
21.10 Asume que lo anterior es así, ya que dicha porción normativa no es general 

e impacta en el pago del tributo, existiendo un trato diferenciado sin ninguna 
legitimación constitucionalmente válida para determinar cuáles son las 
pérdidas fiscales que se permiten adicionar para determinar el costo fiscal 
de las acciones, lo que se traduce en que no todos los que enajenen sus 
acciones podrán determinar el costo fiscal bajo el mismo procedimiento. 
 

21.11 Por último, en su sexto agravio, afirma que contrario a lo que determinó el 
órgano colegiado, el artículo 76 del Código Fiscal de la Federación es 
inconstitucional por trasgredir el artículo 22 constitucional al prever multas 
que resultan excesivas, ya que independientemente de la infracción 
cometida y por el solo hecho de infringir cualquier disposición fiscal, el 
contribuyente se hará acreedor a una multa del 55% (cincuenta y cinco por 
ciento) de la contribución omitida, lo que deja de atender a la conducta en 
particular y a los efectos que producen, imponiendo una sanción que no 
resulta razonable ni correspondiente con la afectación causada. 
 

22. Trámite del recurso de revisión ante esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación. El Ministro Presidente de este Tribunal Constitucional admitió 

el recurso de revisión de que se trata, ordenó registrarlo como amparo 

directo en revisión número 5731/2025, así como su turno a la Ponencia de 
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su adscripción para la elaboración del proyecto respectivo. Ello, mediante 

acuerdo de diez de septiembre de dos mil veinticinco. 

 

23. Revisión adhesiva. El titular de la Dirección General de Asuntos 

Contenciosos y Procedimientos, en suplencia por ausencia de la persona 

titular de la Subprocuraduría Fiscal Federal de Amparos y en ausencia de 

las personas titulares de las Direcciones Generales de Amparos contra 

Leyes y de Amparos contra Actos Administrativos, en representación del 

titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público interpuso recurso de 

revisión adhesiva, mediante oficio presentado vía electrónica el quince de 

octubre de dos mil veinticinco, el cual fue admitido por el Ministro 

Presidente de este Tribunal Constitucional por auto dictado el día diecisiete 

siguiente.  

 

II. COMPETENCIA 

 

24. La Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del 

presente recurso de revisión en términos de lo dispuesto en los artículos 

107, fracción IX, de la Constitución General, 16, fracción IV, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como en el punto 

Segundo, fracción VIII, inciso b), del Acuerdo General 2/2025 (12a.) del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre 

de dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia 

y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales. Lo anterior, 

ya que el presente recurso fue interpuesto en contra de una sentencia de 

amparo directo dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito. 

 

III.  OPORTUNIDAD 

 

25. La sentencia recurrida fue notificada de manera personal a la parte quejosa 

el miércoles trece de agosto de dos mil veinticinco, por lo que dicha 

notificación surtió efectos al día hábil siguiente, esto es, el jueves catorce, 

por lo que el plazo de diez días previsto por el artículo 86 de la Ley de 

Amparo para interponer el recurso de revisión transcurrió del viernes quince 
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al jueves veintiocho de agosto de la referida 

anualidad, descontando los días dieciséis, 

diecisiete, veintitrés y veinticuatro del mismo 

mes y año por ser sábados y domingos y, por 

tanto, inhábiles de conformidad con lo dispuesto en los artículos 19 del 

ordenamiento citado y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación. 

 

26. Por consiguiente, si el recurso de revisión se presentó vía electrónica el 

veintisiete de agosto de dos mil veinticinco, cabe concluir que su 

interposición fue oportuna. 

 

27. De igual manera, el recurso de revisión adhesiva también fue interpuesto 

de manera oportuna, ya que el acuerdo por el que se admitió el recurso de 

revisión fue notificado vía electrónica a la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público el miércoles ocho de octubre de dos mil veinticinco, surtiendo 

efectos la notificación respectiva ese mismo día, por lo que el plazo de cinco 

días a que se refiere el artículo 82 de la Ley de Amparo transcurrió del 

jueves nueve al miércoles quince de octubre de la referida anualidad, sin 

considerar por haber sido sábado y domingo, respectivamente, los días 

once y doce del mismo mes y año. De ahí que, si la adhesión al recurso 

principal se presentó vía electrónica el quince de octubre de dos mil 

veinticinco, se deduce que ello fue en tiempo. 

 

IV.  LEGITIMACIÓN 

 

28. El presente recurso de revisión fue interpuesto por parte legitimada, toda 

vez que la recurrente **********, por conducto de **********, cuenta con 

legitimación para ello, al ser la primera la parte quejosa en el juicio de 

amparo cuya sentencia aquí se recurre y, la segunda, su apoderada, 

calidad que se le reconoció en el juicio de amparo directo D.A. **********, 

mediante acuerdo de quince de agosto de dos mil veintidós.  

 

29. Asimismo, la adhesión al recurso de revisión principal también fue 

interpuesta por parte legitimada en términos de lo establecido en el artículo 
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5, fracción III, inciso b)1, de la Ley de Amparo, toda vez que la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público tiene el carácter de tercera interesada, 

calidad que se le reconoció en el juicio de amparo directo D.A. **********, 

por auto de cuatro de agosto de dos mil veintidós. 

 

V. ESTUDIO DE PROCEDENCIA DEL RECURSO 

 

30. En primer término, se debe establecer si el recurso de revisión de que se 

trata es o no procedente. 

 

31. Dicho medio de impugnación justifica su procedencia si se actualizan los 

requisitos fundamentales previstos para ello en los artículos 107, fracción 

IX, de la Constitución General;2  81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo3, 

así como en el Acuerdo General 3/2025 (12a.), del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre de dos mil veinticinco, 

que regula la procedencia y trámite de los recursos de revisión en amparo 

directo. 

 

32. De los preceptos antes señalados, así como del punto Tercero, fracción II, 

del Acuerdo General referido, se advierte que las sentencias que emitan los 

 
1 “Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo: (…) 
III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter: (…) 
b) La contraparte de la persona quejosa cuando el acto reclamado emane de un juicio o controversia 
del orden judicial, administrativo, agrario o del trabajo; o tratándose de persona extraña al 
procedimiento, la que tenga interés contrario al de la persona quejosa; (…)” 
2 “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción 
de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley 
reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: […] IX. En materia de amparo directo procede 
el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de 
normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan 
decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de 
derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente 
constitucionales, sin poder comprender otras. En contra del auto que deseche el recurso no 
procederá medio de impugnación alguno; […]”. 
3 “Artículo 81. Procede el recurso de revisión: […] II. En amparo directo, en contra de las sentencias 
que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales que establezcan la interpretación 
directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir 
sobre tales cuestiones cuando hubiesen sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación al asunto revista un interés excepcional en materia de constitucionalidad o 
de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente 
constitucionales, sin poder comprender otras”.  
“Artículo 96. Cuando se trate de revisión de sentencias pronunciadas en materia de amparo directo 
por tribunales colegiados de circuito, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá únicamente 
sobre la constitucionalidad de la norma general impugnada, o sobre la interpretación directa de un 
precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos 
establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte”. 
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Tribunales Colegiados de Circuito no admiten 

recurso alguno, salvo que se reúnan las 

características siguientes: 

 

Exista alguna cuestión propiamente constitucional con motivo de que:  
  

a) En la sentencia impugnada se haya realizado un pronunciamiento 
sobre la constitucionalidad de una norma general; 
 

b) En la sentencia recurrida se haya efectuado la interpretación directa 
de un precepto de la Constitución General o de un derecho humano 
reconocido en los Tratados Internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte; o bien, 

 
c) Que el órgano colegiado haya omitido el estudio de dichas 

cuestiones cuando ello se haya planteado en la demanda de 
amparo.  

 

33. Estos requisitos son alternativos, es decir, basta que se actualice uno u otro 

para que, en principio, resulte procedente el recurso de revisión en los 

juicios de amparo directo. Sin embargo, aunado a la presencia de alguno 

de estos requisitos y de conformidad con la reforma a la fracción IX del 

artículo 107 de la Constitución Federal de once de marzo de dos mil 

veintiuno, así como con el punto Tercero, fracción III, del Acuerdo General 

de referencia, para que el recurso de revisión en amparo directo sea 

procedente es necesario, además, que a juicio de este Tribunal 

Constitucional el asunto revista un interés excepcional en materia 

constitucional o de derechos humanos. 

 

34. Cabe destacar que uno de los principales propósitos de la reforma a la 

fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal de once de marzo de 

dos mil veintiuno, radicó en consolidar a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación como un tribunal constitucional que concentre sus energías 

únicamente en los asuntos más relevantes para el orden jurídico nacional, 

razón por la cual es de notoria relevancia que este Tribunal Constitucional 

se avoque al conocimiento de asuntos que constituyan una verdadera 

oportunidad de emprender estudios novedosos, relevantes e insólitos que 

tengan un impacto y alcance superior para el orden jurídico nacional, lo que 

no acontece cuando existe jurisprudencia que define el tema que subsiste 
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en el recurso de revisión, o bien, cuando se advierte un impedimento 

técnico para analizarlo, esto es, si los agravios relativos resultan 

inoperantes, ineficaces o insuficientes. 

 

35. Asimismo, en relación con lo anterior, se debe tener presente que en 

términos de lo previsto en el punto Cuarto del Acuerdo General antes 

mencionado en el que se establecen diversos criterios orientadores 

respecto del requisito de interés excepcional en materia constitucional o de 

derechos humanos, se considera que un recurso de revisión en amparo 

directo reviste dicho interés, entre otros, en los siguientes supuestos: 

 
I. El asunto plantee una problemática novedosa o que requiera un 

análisis más profundo por la Suprema Corte de Justicia, 
especialmente en torno a la interpretación de normas 
constitucionales o de derechos humanos; 
 

II. El problema jurídico involucre una violación grave a los derechos 
humanos; 

 
III. Si la sentencia del Tribunal Colegiado de Circuito hace una 

interpretación restrictiva de algún precepto de la Constitución General 
o de derechos humanos; o 

 
IV. La sentencia recurrida contradiga o desconozca un criterio sostenido 

por la Suprema Corte en materia constitucional o de derechos 
humanos. 

 

36. De lo anterior se desprende la naturaleza excepcional del recurso de 

revisión tratándose de juicios de amparo directo, es decir, toda vez que por 

mandato constitucional se reservó la posibilidad de recurrir las sentencias 

dictadas por un Tribunal Colegiado de Circuito únicamente en los casos en 

que subsista un genuino problema de constitucionalidad, se excluye la 

posibilidad de revisar los problemas jurídicos de mera legalidad en los 

cuales los referidos órganos colegiados son terminales. 

 

37. De modo que la procedencia del recurso de revisión en amparo directo está 

determinada por la concurrencia de dos condiciones necesarias y 

conjuntamente suficientes, a saber: 
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A. La  existencia de una cuestión 
propiamente constitucional, entendida como 
un pronunciamiento sobre la 
constitucionalidad de una norma general, o 
bien, sobre la interpretación directa de un 
precepto de la Constitución General o de un 

derecho humano previsto en un Tratado Internacional del que el 
Estado Mexicano es parte, o bien, que habiéndose planteado esas 
cuestiones en los conceptos de violación, el órgano colegiado 
hubiera omitido su pronunciamiento todo lo cual conduce a estimar 
que subsiste el problema de constitucionalidad, y; 
 
B. Que el asunto revista un interés excepcional en materia 
constitucional o de derechos humanos. 

 

38. Conforme a los parámetros antes relatados, este Tribunal Pleno arriba a la 

conclusión de que el presente recurso de revisión no es procedente, 

por lo que no amerita un estudio de fondo. 

 

39. El recurso de revisión que nos ocupa cumple con el primer requisito 

necesario para su procedencia, relativo a la existencia de una cuestión 

propiamente constitucional, toda vez que en la demanda de amparo se 

planteó la inconstitucionalidad de los artículos 24, 25 y 61 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, por considerarlos contrarios al principio de 

facultad legislativa prevista en el numeral 73, fracción VII, de la Constitución 

Federal, así como a los principios de interpretación conforme, pro persona, 

seguridad jurídica, proporcionalidad y equidad tributarias; 42 y 76 del 

Código Fiscal de la Federación, al estimar que el primero señalado vulnera 

los principios de legalidad y seguridad jurídica y, el segundo, el principio de 

proporcionalidad de las multas previsto en el artículo 22 constitucional. 

Mientras que en la sentencia recurrida se abordó su análisis bajo las 

consideraciones sustentadas por el órgano colegiado antes sintetizadas.  

 

40. Sin embargo, no se colma el segundo requisito de procedencia del 

recurso de revisión, toda vez que los temas de constitucionalidad 

planteados no revisten interés excepcional en materia constitucional o de 

derechos humanos, ya que los agravios no son aptos ni suficientes para 

estimar controvertida la determinación del tribunal colegiado en torno a los 

mismos, lo que se demuestra a continuación. 
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41. Es inoperante el primer agravio formulado por la quejosa recurrente en el 

que alega que, contrario a lo determinado por el órgano de control 

constitucional, el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta deviene 

inconstitucional por ser contrario al principio de facultad legislativa previsto 

en el numeral 73, fracción VII, constitucional, a partir de la interpretación 

efectuada por la Primera Sección de la Sala Superior responsable y 

validada por el órgano colegiado, pues no atiende a la intención del 

legislador en el proceso que dio origen al precepto legal referido. 

 

42. Ello se considera así, toda vez que la inconforme reitera lo que planteó en 

su décimo cuarto concepto de violación, sin controvertir las consideraciones 

sustentadas al respecto por el órgano colegiado en la resolución 

controvertida. 

 

43. En efecto, como ya quedó sintetizado, en su décimo cuarto concepto de 

violación la quejosa recurrente sostuvo que de ser procedente la 

interpretación de la Sala responsable del artículo 24 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, éste resultaba inconstitucional por transgredir el principio 

de facultad legislativa previsto en el artículo 73, fracción VII constitucional, 

debido a que a partir de la reforma que dio origen a dicho precepto legal 

vigente en dos mil nueve, se incorporó en la mecánica de la determinación 

de la ganancia o pérdida por la enajenación de acciones la adición de las 

pérdidas fiscales obtenidas pendientes por amortizar a efecto de neutralizar 

el impacto negativo por lo que, al no permitir dicha adición, como lo 

determinó la responsable, la mecánica vuelve a generar un impacto 

negativo en el patrimonio del adquirente. 

 

44. Destacó que en la exposición de motivos de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta vigente a partir de dos mil uno, el Ejecutivo Federal propuso al 

Congreso de la Unión modificar los artículos 19 y 19-A de la entonces 

vigente Ley del Impuesto sobre la Renta, preceptos que regulaban la 

determinación del costo fiscal de acciones (ahora artículos 24 y 25 de dicho 

ordenamiento vigentes en dos mil nueve), para incorporar en el cálculo de 

la ganancia o pérdida derivada de la enajenación de acciones, el efecto de 
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las pérdidas fiscales sufridas por el enajenante 

y que amortizara el adquirente en su periodo de 

tenencia. 

 

45. Esto es, si el enajenante de las acciones de la emisora absorbe las 

consecuencias económicas derivadas de la existencia de pérdidas fiscales 

sufridas en su periodo de tenencia y pendientes de amortizar mediante la 

disminución de su costo fiscal, para hacer neutral el régimen, el adquirente 

de dichas acciones debe adicionar a su costo fiscal un monto equivalente 

a las pérdidas sufridas antes de su adquisición, pero amortizadas durante 

su periodo de tenencia. 

 

46. Explicó que, bajo dicha mecánica, el adquirente de las acciones de una 

emisora que tiene el hecho negativo de contar con pérdidas fiscales 

pendientes de amortizar, si en un futuro decide enajenar dichas acciones, 

deberá adicionar al costo comprobado de adquisición actualizado, el monto 

de las pérdidas fiscales que se encontraban pendientes de amortizar al 

momento de la adquisición y que se amortizaron contra las utilidades 

fiscales generadas durante su periodo de tenencia. 

 

47. En este contexto, adujo que era procedente que al realizar el cálculo del 

costo promedio por acción de las acciones de las sociedades ********** y 

**********, ambas **********, adicionara las pérdidas fiscales obtenidas 

previamente al periodo de su tenencia accionaria, pérdidas fiscales que 

derivaron de la división que se realizó en virtud de la escisión con las 

sociedades ********** y **********, ambas **********, pues a través de 

adicionar al costo comprobado de adquisición las pérdidas sufridas antes 

de su adquisición, pero amortizadas durante su periodo de tenencia, se 

neutralizó el efecto económico de dicha pérdida, pues la misma había sido 

restada con anterioridad por el enajenante. 

 

48. Por tanto, alegó que al no considerarse la adición de las pérdidas fiscales 

obtenidas previamente al periodo de tenencia accionaria, se distorsionó el 

esquema de neutralidad, pues el enajenante primigenio de las acciones ya 
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pagó el impuesto correspondiente al momento de restar dichas pérdidas de 

su costo comprobado de adquisición, resultando ser la única forma para 

neutralizar el efecto que el adquirente adicione tales pérdidas cuando en su 

momento las venda, transgrediendo de esta manera el principio de facultad 

legislativa al no atender a la intención del legislador. 

 

49. Por su parte, en el apartado 1 del considerando noveno de la sentencia 

recurrida, el órgano de amparo calificó de infundados los argumentos 

planteados en dicho concepto de violación, en atención a que al margen de 

que la inconstitucionalidad planteada se hizo depender de la interpretación 

de la responsable al artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, lo 

cierto es que las iniciativas no forman parte de la fundamentación en la que 

toda autoridad debe sustentar la emisión de sus actos administrativos, pues 

si bien es cierto le sirven de apoyo para comprender la intención del 

legislador respecto de los preceptos legales aplicables, también lo era que 

ello no significa que dicha autoridad contravenga el contenido de tales 

iniciativas y menos aún que por esa circunstancia deba declararse la 

nulidad de las resoluciones que al efecto dicte, pues en todo caso, se 

estaría frente a una contravención de lo dispuesto en el precepto normativo, 

lo cual no aconteció en la especie. 

 

50. En desacuerdo, la recurrente aduce que adverso a lo determinado por el 

órgano de control constitucional, el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre 

la Renta sí resulta inconstitucional por ser contrario al principio de facultad 

legislativa previsto en el numeral 73, fracción VII, de la Constitución 

General, a partir de la interpretación efectuada por la Primera Sección de 

la Sala Superior responsable y validada por el órgano colegiado, pues 

reitera que no se atiende a la intención del legislador en el proceso que dio 

origen al precepto legal referido. 

 

51. Insiste en lo anterior, ya que derivado de la reforma que dio origen a dicho 

numeral se incorporó en la mecánica de la determinación de la ganancia o 

pérdida por la enajenación de acciones, la adición de las pérdidas fiscales 

obtenidas pendientes por amortizar a efecto de neutralizar el impacto 
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negativo por lo que, al no permitir dicha adición, 

como lo determinó la responsable, la mecánica 

vuelve a generar un impacto negativo en el 

patrimonio del adquirente. 

 

52. De lo antes expuesto, se corrobora que la inconforme reitera lo que planteó 

en su décimo cuarto concepto de violación en torno a la inconstitucionalidad 

del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta a la luz del principio 

de facultad legislativa previsto en el numeral 73, fracción VII, de la 

Constitución General, sin que combatiera las consideraciones que al 

respecto sostuvo el órgano colegiado relativas a que las iniciativas no 

forman parte de la fundamentación en la que toda autoridad debe sustentar 

la emisión de sus actos administrativos, pues si bien es cierto le sirven de 

apoyo para comprender la intención del legislador respecto de los 

preceptos legales aplicables, también lo era que ello no significa que dicha 

autoridad contravenga el contenido de tales iniciativas y menos aún que 

por esa circunstancia deba declararse la nulidad de las resoluciones que al 

efecto dicte. 

 

53. Refuerzan dicha decisión, en lo conducente, los criterios contenidos en la 

jurisprudencia 1a./J. 85/2008, emitida por la extinta Primera Sala de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “AGRAVIOS 

INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE SÓLO 

PROFUNDIZAN O ABUNDAN EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN 

COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA”,4 

 
4 Del texto siguiente: “Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado reiteradamente que 
una de las modalidades de la inoperancia de los agravios radica en la repetición de los argumentos 
vertidos en los conceptos de violación. Al respecto, conviene aclarar que si bien una mera repetición, 
o incluso un abundamiento en las razones referidas en los conceptos de violación, pueden originar 
la inoperancia, para que ello esté justificado es menester que con dicha repetición o abundamiento 
no se combatan las consideraciones de la sentencia del juez de distrito. Este matiz es necesario 
porque puede darse el caso de que el quejoso insista en sus razones y las presente de tal modo que 
supongan una genuina contradicción de los argumentos del fallo. En tal hipótesis la autoridad 
revisora tendría que advertir una argumentación del juez de amparo poco sólida que pudiera 
derrotarse con un perfeccionamiento de los argumentos planteados ab initio en la demanda. Sin 
embargo, también puede suceder que la repetición o abundamiento de los conceptos de violación 
no sea más que un mero intento de llevar sustancia a la revisión, siendo que las razones sostenidas 
tanto en los conceptos de violación como en los agravios ya fueron plenamente respondidas por el 
juzgador. En estos casos, la autoridad revisora debe cerciorarse de que el fallo recurrido presenta 
una argumentación completa que ha contestado adecuadamente todos los planteamientos de la 
demanda de amparo, tanto en lo cualitativo como en lo cuantitativo, para estar en aptitud de declarar 
la inoperancia de los agravios al concluir que aun cuando el recurrente intenta abundar o profundizar 
sus conceptos de violación, con ello no combate la ratio decidendi del fallo recurrido”. Publicada en 
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así como en la tesis de la otrora Tercera Sala de este Tribunal Constitucional, 

de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE NO 

COMBATEN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA Y 

NO SE DA NINGUNO DE LOS SUPUESTOS DE SUPLENCIA DE LA 

DEFICIENCIA DE LOS MISMOS”,5 que esta nueva integración comparte. 

 

54. Además, la inoperancia decretada también obedece a que el tema relativo 

a que en la reforma que dio origen al artículo 24 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta reclamado se incorporó en la mecánica de la determinación 

de la ganancia o pérdida por la enajenación de acciones, la adición de las 

pérdidas fiscales obtenidas pendientes por amortizar a efecto de neutralizar 

el impacto negativo, en realidad constituye una cuestión de legalidad al 

haberse hecho depender de la interpretación que la Sala responsable 

efectuó de dicho precepto legal, tan es así que el órgano de amparo lo 

analizó bajo esta perspectiva en el apartado conducente de la sentencia 

recurrida. 

 

55. Tal afirmación se demuestra en el considerando décimo de la resolución 

cuestionada, en particular en sus páginas 190 a 359, en las que el órgano 

de amparo se pronunció en relación con los conceptos de violación en los 

que la quejosa recurrente planteó la indebida interpretación de los artículos 

24, 25 y 61, todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, así como su 

inconstitucionalidad derivada de la interpretación que de los mismos realizó 

la Sala responsable.  

 

56. Al respecto, se pone de manifiesto que el órgano colegiado sostuvo que el 

tema de neutralidad que establece el artículo 24 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta a partir de la reforma mencionada, esto es, entre la resta de 

 

el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXVIII, septiembre de 
2008, página 144. 
5 Del texto siguiente: “Si en la sentencia recurrida el Juez de Distrito expone diversas consideraciones 
para sobreseer en el juicio y negar el amparo solicitado respecto de los actos reclamados de las 
distintas autoridades señaladas como responsables en la demanda de garantías, y en el recurso 
interpuesto lejos de combatir la totalidad de esas consideraciones el recurrente se concreta a 
esgrimir una serie de razonamientos, sin impugnar directamente los argumentos expuestos por el 
juzgador para apoyar su fallo, sus agravios resultan inoperantes; siempre y cuando no se dé ninguno 
de los supuestos de suplencia de la deficiencia de los mismos, que prevé el artículo 76 bis de la Ley 
de Amparo, pues de lo contrario, habría que suplir esa deficiencia, pasando por alto la inoperancia 
referida”. Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo IV, primera parte, 
julio-diciembre de 1989, página 277. 
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las pérdidas fiscales pendientes de disminuir 

de la sociedad emisora y la suma de las 

pérdidas fiscales obtenidas por la emisora 

antes del periodo de tenencia accionaria del 

contribuyente y amortizadas durante su periodo de tenencia, operaba bajo 

el esquema que se insertó en la página 345 de la resolución recurrida. En 

ese tenor, expuso las consideraciones que se exponen a continuación: 

 
“ (…) Así, el tópico de constitucionalidad que propone la quejosa a 
partir de la interpretación realizada por la Sala, es la falta de certeza 
de los contribuyentes de cómo se debe interpretar o entender la 
fracción III del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en la 
parte relativa a la adición del monto de las pérdidas fiscales obtenidas 
por la moral emisora en ejercicios anteriores a la fecha de adquisición 
(antes del período de tenencia accionaria) y disminuidas de su utilidad 
fiscal (amortizadas) en el período de tenencia. 
 
Lo anterior, debido a que la quejosa sostiene que es inconstitucional el 
artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 2009, al 
considerar que las pérdidas fiscal pendientes de disminuir que se 
deberán adicionar para la determinación del costo comprobado de 
adquisición de las acciones son aquellas generadas por la propia 
sociedad emisora, sin considerar aquellas obtenidas por virtud de 
una escisión de sociedades.  
 
(…) 
 
Atendiendo los elementos hasta aquí explicados, de la interpretación 
histórica, sistemática y funcional del artículo 24, fracción III, de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, en la parte en que refiere: Al resultado 
obtenido conforme a la fracción anterior, se le adicionará el monto de 
las pérdidas fiscales que la persona moral emisora de las acciones 
haya obtenido en ejercicios anteriores a la fecha en la que el 
contribuyente adquirió las acciones de que se trate y que dicha persona 
moral haya disminuido de su utilidad fiscal durante el periodo 
comprendido desde el mes en el que el contribuyente adquirió dichas 
acciones y hasta el mes en el que las enajene, se debe intelegir en el 
sentido de que solamente son las pérdidas que generó y obtuvo la 
empresa emisora de las acciones en ejercicios anteriores al 
período de tenencia de un determinado contribuyente, y que 
amortizó o disminuyó de su utilidad durante su tenencia accionaria, las 
que pueden adicionar para determinar el monto original ajustado para 
efectos de determinar el costo promedio de la acción, y no las 
pérdidas que surjan o se transmitan con motivo de una escisión. 
 
Se concluye lo anterior, debido a que, si tomamos en consideración 
que las finalidades de las normas relativas a las pérdidas fiscales y al 
costo fiscal de la acción siempre han sido con el objetivo de evitar que 
los contribuyentes apliquen pérdidas que deriven de operaciones 
especulativas y que provengan de acciones emitidas por 
sociedades ajenas al grupo de interés económico, así como de 
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fijar elementos objetivos que no distorsionen el costo fiscal y que 
sean inherentes a la empresa emisora de las acciones, cuyas 
acciones se enajenan, al haber generado dichos elementos, entre 
ellos, las pérdidas, con motivo de su vida y actividad corporativa, 
es patente que la interpretación histórica y funcional debe ser 
congruente y coincidente con esa finalidad o voluntad de legislador; 
por ello, no es factible entender o interpretar esa parte de la norma 
como que las pérdidas que se pueden sumar al costo fiscal sean 
las generadas por una empresa y que transmite a una diversa 
empresa que surge de una escisión. (…)” 
 
(Énfasis propio) 

 

57. Ante este escenario, las cuestiones relatadas no pueden ser materia de 

estudio en el amparo directo en revisión, ya que son cuestiones de 

legalidad referentes a la debida interpretación del artículo 24 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta vigente en dos mil nueve por cuanto hace a la 

mecánica de determinación de la ganancia o pérdida por enajenación de 

acciones y la aplicación de las pérdidas fiscales pendientes por amortizar 

con motivo de la escisión de empresas dentro de un mismo grupo de interés 

económico. 

 

58. Por consiguiente, este Tribunal Pleno no es competente para abordar el 

estudio de legalidad respectivo pues en dichos temas el Tribunal Colegiado 

es órgano terminal. Resulta aplicable el criterio contenido en la 

jurisprudencia 1a./J. 56/2007, emitida por la extinta Primera Sala de este 

Tribunal Constitucional, que esta nueva integración comparte, de rubro: 

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE LEGALIDAD 

SON INOPERANTES”.6 

 

59. Por las mismas razones, es inoperante el segundo agravio en el que la 

quejosa recurrente afirma que contrario a lo sostenido por el órgano 

colegiado, el artículo 24, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

sí contraviene el principio de seguridad jurídica, pues insiste que se emplea 

 
6 El texto de la tesis señala: “Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de 
los estados Unidos Mexicanos y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, relativos al recurso de revisión 
en amparo directo, es competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia 
el estudio de cuestiones propiamente constitucionales. Por tanto, si se plantean tanto agravios sobre 
constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de preceptos de la Constitución, 
como argumentos de mera legalidad, estos deben desestimarse por inoperantes”. Publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXV, mayo de 2007, página 
730. 
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una locución difusa para regular cuáles son las 

pérdidas fiscales amortizadas que deben ser 

adicionadas al costo fiscal de la acción. 

 

60. Lo anterior es así, pues la inconforme reitera lo que planteó en su noveno 

concepto de violación, sin controvertir las consideraciones sustentadas al 

respecto por el órgano colegiado en la resolución recurrida. 

 

61. En efecto, como ya quedó sintetizado, en el noveno concepto de violación 

la empresa quejosa alegó que la sentencia reclamada era violatoria del 

artículo 1 de la Constitución General, en virtud de que la Primera Sección 

de la Sala Superior responsable no llevó a cabo una interpretación más 

benéfica o pro persona para el contribuyente del artículo 24 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta. 

 

62. Sostuvo lo anterior, ya que la interpretación que le era más favorable era la 

aplicación estricta de lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta vigente en dos mil nueve, pues en dicho precepto no se 

advierte que las pérdidas fiscales que se deben adicionar al costo 

comprobado de adquisición de las acciones emisoras, deban ser 

imperativamente las generadas por las sociedades emisoras, pues de 

manera literal se establece que serán las pérdidas obtenidas y no las 

generadas por la propia sociedad emisora, como lo interpretó la 

responsable. 

 

63. Aseveró que a partir de una interpretación lógica del artículo 24 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, conforme el principio general de derecho que 

reza "donde la ley no distingue no cabe distinguir", se puede aplicar la 

mecánica que establece las pérdidas fiscales obtenidas con motivo de la 

escisión para la determinación del monto original ajustado de las acciones, 

además de que de una interpretación armónica del precepto en cita con los 

diversos 25 y 61 del ordenamiento mencionado, la pérdida fiscal de una 

sociedad es la misma que con motivo de su escisión obtuvieron las 

sociedades escindentes. 
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64. Por su parte, en el apartado 2 del considerando noveno de la sentencia 

recurrida, el órgano colegiado calificó de ineficaces los planteamientos 

esgrimidos en el noveno concepto de violación al considerar que la causa 

de pedir en la argumentación de la parte quejosa persiguió validar una 

operación específica como era la deducción de pérdidas obtenidas a través 

de la escisión de sociedades, lo cual no implicaba calificar en abstracto el 

alcance interpretativo de los artículos 24 y 25 de la Ley del Impuesto sobre 

la Renta, sino su aplicación a un caso concreto mediante un ejercicio tácito 

de subsunción. 

 

65. Además, sostuvo que el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

si bien no define el concepto o lo que debe entenderse por pérdidas fiscales 

obtenidas para efecto de determinar el monto original ajustado de las 

acciones, ello no lo torna inconstitucional, porque no existe la obligación 

para el legislador de definir todos los conceptos que la norma contenga y 

que formen parte de su redacción o espíritu legal. 

 

66. En consecuencia, determinó que el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre 

la Renta vigente en dos mil nueve no es inconstitucional por indefinición del 

concepto o lo que debe entenderse por pérdidas fiscales obtenidas, para 

efectos de determinar el monto original ajustado de las acciones. 

 

67. Asimismo, concluyó que se estaban introduciendo factores de juicio que 

más que controvertir la constitucionalidad de la norma reclamada en sí 

misma considerada, en realidad se encaminaban a evidenciar una 

inconstitucionalidad artificial que no radicaba en el contenido propio de 

dicha norma, sino en posibles abusos en la aplicación del acto legislativo 

por parte de las autoridades que los utilicen como fundamentos de sus 

actos. 

 

68. Sostuvo lo anterior, toda vez que la quejosa hizo valer que para neutralizar 

los efectos económicos, era procedente que realizara el cálculo del costo 

promedio por acción de las acciones de las sociedades ********** y *********, 

ambas **********, y adicionará las pérdidas fiscales obtenidas por éstas con 
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anterioridad al periodo de la tenencia 

accionaria de su parte (**********), pérdidas 

fiscales que derivaron de la división que se 

realizó en virtud de la escisión de las 

sociedades ********** y **********, ambas **********. 

 

69. Aspectos que, en todo caso, afirmó que no tornaban a la norma reclamada 

contraria a la Constitución General, sino más bien importarían un 

planteamiento que de concretizarse casuísticamente, serían objeto de 

análisis a nivel de legalidad por la operatividad legal de su actuar y no por 

la redacción del numeral reclamado. 

 

70. Para motivar su pronunciamiento, el Tribunal Colegiado citó los siguientes 

criterios jurisprudenciales emitidos por las extintas Primera y Segunda 

Salas de este Tribunal Constitucional: 

 

Tesis 2a./J. 88/2003, de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y 
AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO TIENDEN A DEMOSTRAR 
LA INCONSTITUCIONALIDAD DE ALGÚN PRECEPTO, 
SUSTENTÁNDOSE EN UNA SITUACIÓN PARTICULAR O 
HIPOTÉTICA”. 
 
Tesis 1a./J. 1/2006, de rubro: “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO 
DEPENDE DE QUE ESTABLEZCAN CONCEPTOS 
INDETERMINADOS”. 
 
Tesis 2a. LXIV/2001, de rubro: “LEYES. EL ANÁLISIS DE SU 
CONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE REALIZARSE ATENDIENDO A 
LOS ABUSOS QUE PUEDAN HACERSE DE ELLAS”. 
 
Tesis 2a./J. 92/2005, de rubro: “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD 
NO DEPENDE DE LOS VICIOS EN LA REDACCIÓN E IMPRECISIÓN 
DE TÉRMINOS EN QUE EL LEGISLADOR ORDINARIO PUEDA 
INCURRIR”. 
 

71. En relación con dicha determinación, la recurrente alega que contrario a lo 

sostenido por el órgano colegiado, el artículo 24, fracción III, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta sí contraviene el principio de seguridad jurídica, 

pues insiste que se emplea una locución difusa para regular cuáles son las 
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pérdidas fiscales amortizadas que deben ser adicionadas al costo fiscal de 

la acción. 

 

72. Refiere que la circunstancia de que a partir de una interpretación gramatical 

de la locución “pérdidas fiscales que la persona moral emisora de las 

acciones haya obtenido en ejercicios anteriores” contenida en el precepto 

legal mencionado, no sea posible desentrañar su significado y que, por el 

contrario, se tengan que emplear otros métodos diversos y propios de los 

operadores jurídicos, solo deja en evidencia la inconstitucionalidad del 

numeral en cita al transgredir la seguridad y certidumbre jurídica que 

consagra el artículo 16 constitucional. 

 

73. Lo antes relatado, pone en evidencia que la inconforme reitera lo que planteó 

en su noveno concepto de violación en torno a la inconstitucionalidad del 

artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta a la luz del principio de 

seguridad jurídica, sin controvertir de modo alguno las consideraciones por 

las que el órgano colegiado calificó de ineficaz dicho concepto antes 

sintetizadas. 

 

74. Sirven de apoyo a tales asertos, en lo conducente, los criterios contenidos en 

la jurisprudencia 1a./J. 85/2008, emitida por la extinta Primera Sala de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “AGRAVIOS 

INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE SÓLO 

PROFUNDIZAN O ABUNDAN EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN 

COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA”,7 

así como en la tesis de la otrora Tercera Sala de este Tribunal Constitucional, 

de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE NO 

COMBATEN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA Y 

NO SE DA NINGUNO DE LOS SUPUESTOS DE SUPLENCIA DE LA 

DEFICIENCIA DE LOS MISMOS”,8 que esta nueva integración comparte. 

 

 
7 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXVIII, 
septiembre de 2008, página 144. 
8 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo IV, primera parte, julio-
diciembre de 1989, página 277. 
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75. Asimismo, la inoperancia decretada 

también obedece a que el entendimiento de la 

locución “pérdidas fiscales que la persona 

moral emisora de las acciones haya obtenido 

en ejercicios anteriores” contenida en la fracción III del artículo 24 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, para efectos de determinar el monto original 

ajustado de las acciones, en realidad constituye un tema de legalidad al 

haberse hecho depender de la interpretación que la Sala responsable 

efectuó de dicho precepto legal, tan es así que el órgano de amparo lo 

analizó bajo esta perspectiva en el apartado conducente de la sentencia 

recurrida. 

 

76. Esta aseveración se demuestra en el considerando décimo de la sentencia 

recurrida, en particular en sus páginas 190 a 359, en las que el órgano de 

amparo se pronunció en relación con los conceptos de violación en los que 

la quejosa recurrente planteó la indebida interpretación de los artículos 24, 

25 y 61, todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, así como su 

inconstitucionalidad derivada de la interpretación que de los mismos realizó 

la Sala responsable.  Al respecto, el órgano colegiado determinó, en lo 

conducente, lo siguiente: 

 
“(…) En virtud de las razones expuestas, el artículo 24, fracción III, de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 2009 no transgrede el 
principio de seguridad jurídica y no es procedente la interpretación 
conforme que se propone, en el sentido de que de una interpretación 
pro persona se concluye que las pérdidas fiscales a que hace 
referencia el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente 
en 2009, son aquellas obtenidas, incluso, mediante escisión de 
sociedades y, no así de manera imperativa aquellas generadas por la 
propia sociedad emisora; pues lo que se busca en realidad es 
distorsionar los elementos que se valoran para determinar el costo 
fiscal de la acción. 
 
Derivado de lo cual, en criterio de este tribunal, la cita del artículo 10 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en el acto impugnado, no 
implica que se esté mejorando la fundamentación y motivación al 
momento en que se resolvió el recurso de revocación, si inclusión fue 
con el fin de dar respuesta a uno de los agravios de la contribuyente; 
y, al margen de ello, este tribunal ya resolvió que la interpretación 
realizada en el oficio determinante del artículo 24, fracción III, de la 
Ley del Impuesto Sobre la Renta es correcta. 
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Atendiendo los elementos hasta aquí explicados, de la interpretación 
histórica, sistemática y funcional del artículo 24, fracción III, de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, en la parte en que refiere: Al 
resultado obtenido conforme a la fracción anterior, se le adicionará el 
monto de las pérdidas fiscales que la persona moral emisora de las 
acciones haya obtenido en ejercicios anteriores a la fecha en la 
que el contribuyente adquirió las acciones de que se trate y que dicha 
persona moral haya disminuido de su utilidad fiscal durante el periodo 
comprendido desde el mes en el que el contribuyente adquirió dichas 
acciones y hasta el mes en el que las enajene, se debe intelegir en el 
sentido de que solamente son las pérdidas que generó y obtuvo la 
empresa emisora de las acciones en ejercicios anteriores al 
período de tenencia de un determinado contribuyente, y que 
amortizó o disminuyó de su utilidad durante su tenencia accionaria, 
las que pueden adicionar para determinar el monto original ajustado 
para efectos de determinar el costo promedio de la acción, y no las 
pérdidas que surjan o se transmitan con motivo de una escisión. 
 
Se concluye lo anterior, debido a que, si tomamos en consideración 
que las finalidades de las normas relativas a las pérdidas fiscales y al 
costo fiscal de la acción siempre han sido con el objetivo de evitar que 
los contribuyentes apliquen pérdidas que deriven de operaciones 
especulativas y que provengan de acciones emitidas por 
sociedades ajenas al grupo de interés económico, así como de 
fijar elementos objetivos que no distorsionen el costo fiscal y 
que sean inherentes a la empresa emisora de las acciones, cuyas 
acciones se enajenan, al haber generado dichos elementos, 
entre ellos, las pérdidas, con motivo de su vida y actividad 
corporativa, es patente que la interpretación histórica y funcional 
debe ser congruente y coincidente con esa finalidad o voluntad de 
legislador; por ello, no es factible entender o interpretar esa parte 
de la norma como que las pérdidas que se pueden sumar al costo 
fiscal sean las generadas por una empresa y que transmite a una 
diversa empresa que surge de una escisión. (…)” 
 
(Énfasis propio) 

 

77. Ciertamente, las cuestiones preinsertas no pueden ser materia de estudio 

en el amparo directo en revisión, ya que son cuestiones de legalidad 

encaminadas a la debida interpretación del artículo 24 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta vigente en dos mil nueve por cuanto hace al 

entendimiento del concepto de pérdidas fiscales en el contexto de escisión 

de empresas dentro de un mismo grupo de interés económico. 

 

78. En consecuencia, este Tribunal Pleno no es competente para abordar el 

estudio de legalidad respectivo pues en dichos temas el Tribunal Colegiado 

es órgano terminal. Resulta aplicable el criterio contenido en la 

jurisprudencia 1a./J. 56/2007, emitida por la extinta Primera Sala de este 
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Tribunal Constitucional, que esta nueva 

integración comparte, de rubro: “REVISIÓN EN 

AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE 

LEGALIDAD SON INOPERANTES”.9 

 

79. La misma calificativa de inoperancia merece el tercer agravio en el que 

la quejosa recurrente arguye que el órgano colegiado no analizó de manera 

exhaustiva el concepto de violación en el que hizo valer la 

inconstitucionalidad del artículo 24, fracción III, de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta a la luz de los principios de legalidad y seguridad jurídica, 

por no permitir integrar pérdidas fiscales obtenidas previamente a la 

mecánica establecida, así como por no establecer qué documentos 

comprobatorios demuestran la integridad del costo fiscal. 

 

80. En ese tenor, resalta que como lo planteó en su demanda de amparo, las 

pérdidas amortizadas por la emisora ya tuvieron una incidencia impositiva, 

lo cual refuerza el hecho de que en el caso debe reconocerse el impacto 

económico que dichas pérdidas fiscales tuvieron en el patrimonio de la 

tenedora de las acciones respectivas. 

 

81. Ello se estima así, ya que la quejosa recurrente pretende cuestionar las 

consideraciones que el órgano de amparo sostuvo en el apartado de 

legalidad de la sentencia controvertida al abordar el análisis de su décimo 

concepto de violación en el que, precisamente, hizo valer la 

inconstitucionalidad del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta a 

la luz de los principios de legalidad y seguridad jurídica, a partir de la 

interpretación que la Sala responsable efectuó de dicho precepto legal. 

 

82. Esta determinación se corrobora en el considerando décimo de la sentencia 

recurrida, en particular en sus páginas 190 a 359, en las que el órgano de 

amparo se pronunció en relación con los conceptos de violación, entre ellos 

el décimo aludido, en los que la quejosa recurrente planteó la indebida 

interpretación de los artículos 24, 25 y 61, todos de la Ley del Impuesto 

 
9 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXV, mayo 
de 2007, página 730. 
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sobre la Renta, así como su inconstitucionalidad derivada de la 

interpretación que de los mismos realizó la Sala responsable, lo que se 

advierte de las consideraciones expuestas en la resolución controvertida 

antes transcritas.  

 

83. De ahí que, tales cuestiones no pueden ser materia de estudio en el amparo 

directo en revisión, ya que son cuestiones de legalidad encaminadas a la 

debida interpretación del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

vigente en dos mil nueve por cuanto hace a diversos aspectos atinentes al 

concepto de pérdidas fiscales en el contexto de escisión de empresas 

dentro de un mismo grupo de interés económico. 

 

84. Por tales motivos, este Tribunal Pleno no es competente para abordar el 

estudio de legalidad respectivo pues en dichos temas el Tribunal Colegiado 

es órgano terminal. Resulta aplicable el criterio contenido en la 

jurisprudencia 1a./J. 56/2007, emitida por la extinta Primera Sala de este 

Tribunal Constitucional, que esta nueva integración comparte, de rubro: 

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE LEGALIDAD 

SON INOPERANTES”.10 

 

85. Del mismo modo, también es inoperante el cuarto agravio en el que la 

quejosa recurrente alega que el órgano colegiado omitió el estudio de 

constitucionalidad del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta a 

la luz del principio de proporcionalidad tributaria que planteó en su 

demanda de amparo. 

 

86. Ello se considera así, ya que tal afirmación es inexacta, pues el Tribunal 

Colegiado sí se pronunció respecto del décimo primer concepto de 

violación en el que se planteó dicho tema de constitucionalidad. 

 

87. Lo anterior, se corrobora en el apartado 2 del considerando nueve de la 

sentencia recurrida en la que se advierte que el órgano de control 

 
10 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXV, mayo 
de 2007, página 730. 
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constitucional se pronunció en relación con el 

décimo primer concepto de violación en el que 

la quejosa hizo valer la inconstitucionalidad del 

artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta a la luz del principio de proporcionalidad tributaria previsto en el 

artículo 31, fracción IV constitucional, debido a que a partir de la reforma 

que dio origen a dicho precepto legal, se incorporó en la mecánica de la 

determinación de la ganancia o pérdida por la enajenación de acciones, la 

adición de las pérdidas fiscales obtenidas pendientes por amortizar a efecto 

de neutralizar el impacto negativo y, en consecuencia, salvaguardar el 

aludido principio, por lo que al no permitir dicha adición, como lo determinó 

la responsable, la mecánica vuelve a generar un impacto negativo en el 

patrimonio del adquirente, lo que transgrede el principio de referencia; el 

cual declaró ineficaz. 

 

88. Tal calificación respondió a que el órgano de amparo consideró que la 

causa de pedir en la argumentación de la parte quejosa persiguió validar 

una operación específica como era la deducción de pérdidas obtenidas a 

través de la escisión de sociedades, lo cual no implicaba calificar en 

abstracto el alcance interpretativo de los artículos 24 y 25 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, sino su aplicación a un caso concreto mediante 

un ejercicio tácito de subsunción. 

 

89. Además, sostuvo que el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

si bien no define el concepto o lo que debe entenderse por pérdidas fiscales 

obtenidas para efecto de determinar el monto original ajustado de las 

acciones, ello no lo torna inconstitucional, porque no existe la obligación 

para el legislador de definir todos los conceptos que la norma contenga y 

que formen parte de su redacción o espíritu legal. 

 

90. En consecuencia, determinó que el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre 

la Renta vigente en dos mil nueve no es inconstitucional por indefinición del 

concepto o lo que debe entenderse por pérdidas fiscales obtenidas, para 

efectos de determinar el monto original ajustado de las acciones. 



         AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 5731/2025 
 

 

 
36 

 
 

91. Asimismo, concluyó que se estaban introduciendo factores de juicio que 

más que controvertir la constitucionalidad de la norma reclamada en sí 

misma considerada, en realidad se encaminaban a evidenciar una 

inconstitucionalidad artificial que no radicaba en el contenido propio de 

dicha norma, sino en posibles abusos en la aplicación del acto legislativo 

por parte de las autoridades que los utilicen como fundamentos de sus 

actos. 

 

92. Sostuvo lo anterior, toda vez que la quejosa hizo valer que para neutralizar 

los efectos económicos, era procedente que realizara el cálculo del costo 

promedio por acción de las acciones de las sociedades ********** y 

**********, ambas **********, y adicionara las pérdidas fiscales obtenidas por 

éstas con anterioridad al periodo de la tenencia accionaria de su parte 

(**********), pérdidas fiscales que derivaron de la división que se realizó en 

virtud de la escisión de las sociedades ********** y **********, ambas 

**********. 

 

93. Aspectos que, en todo caso, afirmó que no tornaban a la norma reclamada 

contraria a la Constitución General, sino más bien importarían un 

planteamiento que de concretizarse casuísticamente, serían objeto de 

análisis a nivel de legalidad por la operatividad legal de su actuar y no por 

la redacción del numeral reclamado. 

 

94. Para motivar dicho pronunciamiento, el órgano de amparo se apoyó en 

diversos criterios emitidos por la anterior integración de esta Suprema Corte 

de Justicia de la Nación. 

 

95. Por tanto, toda vez que el agravio referido se sostiene sobre una premisa 

falsa, procede decretar su inoperancia. Al respecto, cobra aplicación el 

criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a), emitida por la 

extinta Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
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esta nueva integración comparte, de rubro: 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON 

AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN 

PREMISAS FALSAS”.11 

 

96. Asimismo, procede decretar la inoperancia del quinto agravio en el que 

la recurrente asevera que contrario a lo que resolvió el órgano de amparo, 

la fracción III del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta sí 

transgrede el principio de equidad tributaria, al establecer que las pérdidas 

fiscales que la sociedad emisora de las acciones haya obtenido en 

ejercicios anteriores a la fecha de adquisición pueden adicionarse para 

determinar el monto original ajustado de las acciones que han de 

enajenarse por el contribuyente. 

 

97. Asume que lo anterior es así, ya que dicha porción normativa no es general 

e impacta en el pago del tributo, existiendo un trato diferenciado sin ninguna 

legitimación constitucionalmente válida para determinar cuáles son las 

pérdidas fiscales que se permiten adicionar para determinar el costo fiscal 

de las acciones, lo que se traduce en que no todos los que enajenen sus 

acciones podrán determinar el costo fiscal bajo el mismo procedimiento. 

 

98. Se estima procedente dicha calificativa, ya que la inconforme reitera lo que 

planteó en su décimo segundo concepto de violación, sin controvertir de 

modo alguno las consideraciones sustentadas al respecto por el órgano 

colegiado en la resolución recurrida. 

 

99. Como ya quedó sintetizado, en el décimo segundo concepto de violación la 

empresa quejosa alegó que el artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta vulnera el principio de equidad o igualdad tributaria, pues la Sala 

responsable interpretó ilegalmente tal precepto al considerar que la 

intención del legislador fue que las pérdidas que se adicionen para la 

 
11 De texto siguiente: “Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya 
que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no 
resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida”. 
Publicada en la Décima Época del Semanario Judicial y su Gaceta, libro XIII, octubre de 2012, tomo 
3, página 1326. 
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determinación del costo promedio por acción, deberían ser aquellas que la 

persona moral emisora de las acciones haya obtenido (generado) en los 

ejercicios anteriores a la fecha en la que el contribuyente adquirió las 

acciones de que se trate. 

 

100. Aseveró que la interpretación adoptada por las autoridades demandadas 

de la fracción III del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

genera una inequidad tributaria respecto de contribuyentes que se 

encuentran en la misma situación frente a la norma. 

 

101. Expuso lo anterior, ya que mientras que las sociedades tenedoras cuyas 

emisoras obtienen pérdidas fiscales por cualquier otro medio o forma, 

distintos a la escisión, sí pueden considerarlas para la sumatoria al costo 

comprobado de las acciones, ella no podrá hacerlo pues a consideración 

de las demandadas, no pueden adicionarse las pérdidas generadas u 

obtenidas con motivo de la escisión al tratarse de sociedades diversas, 

generando un trato inequitativo frente a la misma situación jurídica. 

 

102. Por su parte, en el apartado 3 del considerando noveno de la sentencia 

recurrida, el órgano colegiado calificó de ineficaz el concepto de violación 

relativo al estimar que no fue posible comparar la situación jurídica de una 

empresa emisora de acciones que genera pérdidas fiscales en un 

determinado periodo de tenencia, como parte de la determinación de sus 

obligaciones en materia del impuesto sobre la renta, con una empresa que 

surge de una escisión y a la que se le transmiten pérdidas para la 

determinación de sus obligaciones en materia del impuesto sobre la renta, 

por circunstancias ajenas a su operatividad, por lo que el comparativo 

pretendido por la parte quejosa no encontró asidero jurídico dado que las 

empresas no se encuentran en igualdad de circunstancias que pudieran 

tener o ser objeto de un trato diferenciado frente a los artículos 24 y 25 de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

103. En desacuerdo, la recurrente sostiene que contrario a lo determinado por 

el órgano colegiado, la fracción III del artículo 24 de la Ley del Impuesto 
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sobre la Renta sí transgrede el principio de 

equidad tributaria, al establecer que las 

pérdidas fiscales que la sociedad emisora de 

las acciones haya obtenido en ejercicios 

anteriores a la fecha de adquisición pueden adicionarse para determinar el 

monto original ajustado de las acciones que han de enajenarse por el 

contribuyente. 

 

104. Insiste que lo anterior es así, ya que dicha porción normativa no es general 

e impacta en el pago del tributo, existiendo un trato diferenciado sin ninguna 

legitimación constitucionalmente válida para determinar cuáles son las 

pérdidas fiscales que se permiten adicionar para determinar el costo fiscal 

de las acciones, lo que se traduce en que no todos los que enajenen sus 

acciones podrán determinar el costo fiscal bajo el mismo procedimiento. 

 

105. Lo expuesto pone en evidencia que la inconforme reitera lo que planteó en su 

décimo segundo concepto de violación en torno a la inconstitucionalidad del 

artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta a la luz del principio de 

equidad tributaria, lo que incluso abunda sin controvertir de modo alguno 

las consideraciones por las que el órgano colegiado calificó de ineficaz 

dicho concepto antes sintetizadas. 

 

106. Sustentan la determinación alcanzada, en lo conducente, los criterios 

contenidos en la jurisprudencia 1a./J. 85/2008, emitida por la extinta Primera 

Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “AGRAVIOS 

INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE SÓLO 

PROFUNDIZAN O ABUNDAN EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN 

COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA”,12 

así como en la tesis de la otrora Tercera Sala de este Tribunal Constitucional, 

de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE NO 

COMBATEN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA Y 

 
12 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXVIII, 
septiembre de 2008, página 144. 



         AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 5731/2025 
 

 

 
40 

 
 

NO SE DA NINGUNO DE LOS SUPUESTOS DE SUPLENCIA DE LA 

DEFICIENCIA DE LOS MISMOS”,13 que esta nueva integración comparte. 

 

107. Por las mismas razones, merece la calificativa de inoperancia el sexto 

agravio en el que la quejosa recurrente afirma que contrario a lo que 

determinó el órgano colegiado, el artículo 76 del Código Fiscal de la 

Federación es inconstitucional por trasgredir el artículo 22 constitucional al 

prever multas que resultan excesivas, ya que independientemente de la 

infracción cometida y por el solo hecho de infringir cualquier disposición 

fiscal, el contribuyente se hará acreedor a una multa del 55% (cincuenta y 

cinco por ciento) de la contribución omitida, lo que deja de atender a la 

conducta en particular y a los efectos que producen, imponiendo una 

sanción que no resulta razonable ni correspondiente con la afectación 

causada. 

 

108. Ello, toda vez que la inconforme también reitera lo que planteó en una parte 

de su décimo noveno concepto de violación, sin controvertir de modo 

alguno las consideraciones que al respecto sostuvo el órgano colegiado en 

la resolución recurrida. 

 

109. Ciertamente, como ya quedó asentado, en una parte de su décimo noveno 

concepto de violación la empresa quejosa señaló que el artículo 76 del 

Código Fiscal de la Federación era inconstitucional por vulnerar el artículo 

22 de la Constitución General, ya que para cualquier infracción a las 

disposiciones fiscales que originen omisión total o parcial de 

contribuciones, se prevé una multa a partir del 55% (cincuenta y cinco por 

ciento), independientemente de la infracción cometida y por el sólo hecho 

de infringir cualquier disposición fiscal, lo que deja de atender a la conducta 

en particular y a los efectos que se producen, imponiendo una sanción que 

no resulta razonable ni correspondiente con la afectación causada. 

 

 
13 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo IV, primera parte, julio-
diciembre de 1989, página 277. 
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110. Por su parte, en el considerando 

noveno de la sentencia recurrida, el órgano de 

amparo desestimó los argumentos de 

constitucionalidad planteados en una parte del 

décimo noveno concepto de violación en torno al artículo 76 del Código 

Fiscal de la Federación a la luz del artículo 22 constitucional, al considerar 

que la determinación de multas es acorde con la facultad del legislador 

democrático de determinar el grado en que una conducta infractora afecta 

al orden público y el interés social, así como el monto de la sanción 

pecuniaria suficiente para disuadir y corregir su comisión. 

 

111. Además, consideró que la cuantía prevista en el precepto reclamado de 

referencia oscila entre un mínimo y un máximo que permite a la autoridad 

sancionadora individualizar el monto respectivo acorde con la gravedad de 

la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia de éste 

en la comisión del hecho que la motiva, o cualquier otro elemento del que 

pueda inferirse la gravedad o levedad del hecho sancionado, lo cual debe, 

en todo caso, ser fundado y motivado de conformidad con lo previsto en el 

artículo 16 constitucional, salvo que se trate de la mínima. 

 

112. Sustentó tal determinación, en el criterio contenido en la tesis aislada 1a. 

XXXI/2017 (10a.), emitida por la extinta Primera Sala de este Tribunal 

Constitucional, de rubro: “MULTA POR CONTRIBUCIONES OMITIDAS. 

LA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO RESULTA EXCESIVA EN LOS 

TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL 

(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2008)”. 

 

113. Al discrepar con dicha decisión, la recurrente asevera que contrario a lo que 

señaló el órgano colegiado, el artículo 76 del Código Fiscal de la 

Federación es inconstitucional por trasgredir el artículo 22 constitucional al 

prever multas que resultan excesivas, reiterando que independientemente 

de la infracción cometida y por el solo hecho de infringir cualquier 

disposición fiscal, el contribuyente se hará acreedor a una multa del 55% 
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(cincuenta y cinco por ciento) de la contribución omitida, lo que deja de 

atender a la conducta en particular y a los efectos que producen, 

imponiendo una sanción que no resulta razonable ni correspondiente con 

la afectación causada. 

 

114. Lo antes relatado pone de manifiesto que la inconforme insiste en lo que 

planteó en la parte relativa de su décimo noveno concepto de violación en 

torno a la inconstitucionalidad del artículo 76 del Código Fiscal de la 

Federación a la luz del principio de proporcionalidad de multas contenido 

en el artículo 22 constitucional, sin cuestionar de modo alguno las 

consideraciones por las que el órgano colegiado desestimó dicho concepto 

antes sintetizadas. 

 

115. Cobran aplicación, en lo conducente, los criterios contenidos en la 

jurisprudencia 1a./J. 85/2008, emitida por la extinta Primera Sala de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “AGRAVIOS 

INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE SÓLO 

PROFUNDIZAN O ABUNDAN EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN 

COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA”,14 

así como en la tesis de la otrora Tercera Sala de este Tribunal Constitucional, 

de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE NO 

COMBATEN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA Y 

NO SE DA NINGUNO DE LOS SUPUESTOS DE SUPLENCIA DE LA 

DEFICIENCIA DE LOS MISMOS”,15 que esta nueva integración comparte. 

 

116. En consecuencia, si en el presente recurso de revisión no se controvirtieron 

las consideraciones y fundamentos torales del Tribunal Colegiado para 

desestimar los temas de constitucionalidad propuestos por la quejosa 

respecto de los artículos 24, 25 y 61 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

así como del 42 y 76 del Código Fiscal de la Federación, tales 

consideraciones deben seguir rigiendo el sentido del fallo recurrido por lo 

que hace a la materia de constitucionalidad planteada al respecto.  

 

Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXVIII, 
septiembre de 2008, página 144. 
15 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo IV, primera parte, julio-
diciembre de 1989, página 277. 
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117. A mayor abundamiento, conviene 

precisar que la anterior integración de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió 

diversos criterios sobre varios de los aspectos 

propuestos en los temas de constitucionalidad planteados por la quejosa. 

 

118. Por lo que respecta al artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

emitió los siguientes criterios: 

 

• Tesis aislada 1a. XLV/200916 de rubro: “RENTA. EL ARTÍCULO 24 
DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL ESTABLECER UN 
TRATAMIENTO DIVERSO ENTRE CONTRIBUYENTES A FIN DE 
CALCULAR EL COSTO PROMEDIO POR ACCIÓN, ATENDIENDO 
AL PERIODO DE TENENCIA ACCIONARIA, NO PERSIGUE EL FIN 
CONSISTENTE EN EVITAR QUE SE REPORTEN PÉRDIDAS 
MAYORES A LAS REALMENTE SUFRIDAS (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2003).” 
 

• Tesis aislada 1a. XLIII/200917 de rubro: “RENTA. EL ARTÍCULO 24 
DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL PREVER EL 
PROCEDIMIENTO PARA EL CÁLCULO DEL COSTO PROMEDIO 
POR ACCIÓN QUE CORRESPONDE A LA ENAJENACIÓN DE 
ACCIONES CON UN PLAZO DE TENENCIA MAYOR A DOCE 
MESES, SE AJUSTA A LA MECÁNICA ORDINARIA O GENERAL DE 
DICHO GRAVAMEN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. 
DE ENERO DE 2003).” 

 

• Tesis de jurisprudencia P./J. 35/2014 (10a.)18 de rubro: “RENTA. EL 
ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, AL PREVER LA DEDUCCIÓN LIMITADA DE LAS 
PÉRDIDAS POR LA ENAJENACIÓN DE ACCIONES, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2008 AL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2013).” 

 

• Tesis aislada 2a. XXXIX/200519, de rubro: “RENTA. ENAJENACIÓN 
DE ACCIONES A COSTO FISCAL. EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY 
DEL IMPUESTO RELATIVO, EN VIGOR A PARTIR DEL 1o. DE 
ENERO DE 2002, AL PREVER QUE LAS AUTORIDADES 
FISCALES LA AUTORIZARÁN EN LOS CASOS DE 
REESTRUCTURACIÓN DE SOCIEDADES CONSTITUIDAS EN 

 
16 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIX, abril de 2009, página 
586. 
17 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIX, abril de 2009, página 
587. 
18 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 6, mayo de 2014, tomo I, 
página 7. 
19 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXI, abril de 2005, página 
743. 
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MÉXICO PERTENECIENTES A UN MISMO GRUPO, SIEMPRE 
QUE SE CUMPLA CON LOS REQUISITOS QUE CONSIGNA, NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.” 

 

119. Por otra parte, en relación con los artículos 25 y 61 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, existen las jurisprudencias siguientes: 

 

• Tesis de jurisprudencia 1a./J. 79/200220, de rubro: “RENTA. EL 
ARTÍCULO 25, FRACCIÓN XVIII, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY 
QUE ESTABLECE EL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE EN MIL 
NOVECIENTOS NOVENTA Y OCHO, AL PREVER QUE PARA QUE 
SEAN DEDUCIBLES LAS PÉRDIDAS ORIGINADAS POR LA 
ENAJENACIÓN DE ACCIONES Y OTROS TÍTULOS VALOR, SE 
REQUIERE QUE ESA OPERACIÓN SE HAYA EFECTUADO 
CONFORME A LOS LINEAMIENTOS SEÑALADOS POR LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO MEDIANTE 
REGLAS DE CARÁCTER GENERAL, TRANSGREDE LA 
GARANTÍA DE LEGALIDAD TRIBUTARIA”. 
 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 144/200621, de rubro: “GARANTÍA DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCANCES. 

 

• Tesis de jurisprudencia 1a./J. 139/2012 (10a.)22, de rubro: 
“SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA TRIBUTARIA. EN QUÉ 
CONSISTE”. 

 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 140/2017 (10a.)23, de rubro: 
“PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA FISCAL. SU 
CONTENIDO ESENCIAL”. 

 

120. Además, sobre el régimen de consolidación fiscal que estuvo vigente hasta 

el treinta y uno de diciembre de dos mil trece, esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación tiene diversos precedentes referentes a pérdidas 

fiscales, pérdidas fiscales por enajenación de acciones y diversos temas 

relacionados con el régimen de consolidación fiscal, entre los que destacan: 

 

• Tesis: 2a./J. 47/2015 (10a.). del rubro “CONSOLIDACIÓN 
FISCAL. EL ENTERO DEL IMPUESTO DIFERIDO ORIGINADO 
EN PÉRDIDAS FISCALES Y PÉRDIDAS POR ENAJENACIÓN 

 
20 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XVI, diciembre de 2002, 
página 172. 
21 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIV, octubre de 2006, 
página 351. 
22 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro XVI, enero de 2013, tomo 1, 
página 437. 
23 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 47, octubre de 2017, tomo II, 
página 840. 
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DE ACCIONES (DETERMINADO 
CONFORME A LOS PROCEDIMIENTOS 
OPCIONALES), NO PROVOCA QUE SE 
PAGUE UN IMPUESTO INEXISTENTE O NO 
CAUSADO, POR LO QUE NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 

TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 
2010 AL 31 DE DICIEMBRE DE 2013)”, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Segunda Sala, Décima Época, 
Jurisprudencia, Libro 18, Mayo de 2015, Tomo II, página 1233, 
Materia: Administrativa.  

 

• “CONSOLIDACIÓN FISCAL. EL ENTERO DEL IMPUESTO 
DIFERIDO ORIGINADO EN PÉRDIDAS FISCALES Y 
PÉRDIDAS POR ENAJENACIÓN DE ACCIONES 
(DETERMINADO CONFORME A LOS PROCEDIMIENTOS 
OPCIONALES), SIN QUE AQUÉLLAS HUBIESEN CADUCADO 
A NIVEL INDIVIDUAL, NO SE DESINCORPORE LA SOCIEDAD 
QUE LAS GENERÓ O NO SE DESCONSOLIDE EL GRUPO, 
ENTRAÑA UNA CUESTIÓN TEMPORAL QUE NO AFECTA LA 
CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE LAS SOCIEDADES 
CONTROLADORAS, POR LO QUE NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 DE DICIEMBRE 
DE 2013)”, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Segunda Sala, Décima Época, Jurisprudencia, Libro 18, Mayo de 
2015, Tomo II, página 1234, Materia (s): Administrativa, 
Constitucional, Tesis: 2a./J. 48/2015. 

 

• “CONSOLIDACIÓN FISCAL. NATURALEZA Y 
CARACTERÍSTICAS DE ESE RÉGIMEN DE TRIBUTACIÓN”, 
Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XIV, Novena Época, Jurisprudencia, Octubre de 2001, Página 11, 
Materia: Administrativa, Tesis P. /J. 120/2001. 
 

• “FUSIÓN DE SOCIEDADES MERCANTILES. EN MATERIA 
FISCAL, SURTE EFECTOS DESDE LA FIRMA DEL CONTRATO 
O CONVENIO RESPECTIVO”, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro XXVI, Primera Sala, Décima 
Época, Jurisprudencia, Noviembre de 2013, Tomo I, página 333, 
Materia(s): Administrativa, Civil, Tesis 1a./J. 91/2013 (10a.).  

 

• “PÉRDIDAS FISCALES. EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
55 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, AL 
ESTABLECER QUE EL DERECHO A DISMINUIRLAS ES 
PERSONAL DEL CONTRIBUYENTE QUE LAS SUFRE Y QUE 
DICHO DERECHO NO PUEDE TRANSMITIRSE A OTRA 
PERSONA NI COMO CONSECUENCIA DE LA FUSIÓN, NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Pleno, Novena Época, Tomo XVIII, Jurisprudencia, Agosto de 
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2003, Página 44, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis 
P./J. 48/2003. 
 

• “CONSOLIDACIÓN FISCAL. EL ENTERO DEL IMPUESTO 
DIFERIDO ORIGINADO EN LOS MECANISMOS DE 
COMPARACIÓN DE RUFINES Y CUFINES (DETERMINADO 
CONFORME AL PROCEDIMIENTO GENERAL) NO PROVOCA 
QUE EL PAGO DEL TRIBUTO SE EFECTÚE SOBRE UNA BASE 
MULTIPLICADA SI AQUÉL SE ORIGINA TAMBIÉN POR 
PÉRDIDAS FISCALES, PÉRDIDAS POR ENAJENACIÓN DE 
ACCIONES Y DIVIDENDOS CONTABLES, POR LO QUE NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 
DE DICIEMBRE DE 2013)”, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Segunda Sala, Décima Época, Jurisprudencia, Libro 
18, Mayo de 2015, Tomo II, Página 1230, Materia(s): 
Administrativa, Constitucional, Tesis 2a. /J. 54/2015 (10a.).  

 

• “RENTA. LAS SOCIEDADES CONTROLADAS DEBEN CUBRIR 
A LA CONTROLADORA EL PAGO DEL IMPUESTO DIFERIDO 
POR DISTRIBUCIÓN DE DIVIDENDOS QUE PROVENGAN DE 
LA CUENTA DE UTILIDAD FISCAL NETA REINVERTIDA, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 57-N, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
DEL IMPUESTO RELATIVO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA 
EL 31 DE DICIEMBRE DE 2001)”, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Segunda Sala, Novena Época, 
Jurisprudencia, Mayo de 2005, Tomo XXI, página 484, Materia: 
Administrativa, Tesis: 2a./J. 51/2005.  

 

• “CONSOLIDACIÓN FISCAL. LA CAUSACIÓN DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA CONFORME A ESE RÉGIMEN, ES 
ATRIBUIBLE A LA SOCIEDAD CONTROLADORA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 
DE DICIEMBRE DE 2013)”, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Segunda Sala, Décima Época, Jurisprudencia, Libro 
18, Mayo de 2015, Tomo II, página 1247, Materia: Administrativa, 
Tesis: 2a./J. 42/2015 (10a.).  

 

• “CONSOLIDACIÓN FISCAL. LA OBLIGACIÓN SUSTANCIAL DE 
ENTERO DEL IMPUESTO DIFERIDO CONFORME AL 
DECRETO DE REFORMAS A LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 7 DE DICIEMBRE DE 2009, PRESUPONE LA 
REALIZACIÓN DEL HECHO IMPONIBLE REVELADOR DE 
CAPACIDAD CONTRIBUTIVA, POR LO QUE NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 
DE DICIEMBRE DE 2013)”, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Segunda Sala, Décima Época, Jurisprudencia, Libro 
18, Mayo de 2015, Tomo II, página 1254, Materia: Administrativa, 
Tesis: 2a./J. 43/2015 (10a.). 
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• “CONSOLIDACIÓN FISCAL. EL ENTERO 
DEL IMPUESTO DIFERIDO ORIGINADO EN 
DIVIDENDOS CONTABLES 
(DETERMINADO CONFORME A LOS 
PROCEDIMIENTOS OPCIONALES), NO 
PROVOCA QUE SE PAGUE UN IMPUESTO 

INEXISTENTE O NO CAUSADO, POR LO QUE NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 
DE DICIEMBRE DE 2013)”, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Segunda Sala, Décima Época, Jurisprudencia, Libro 
18, Mayo de 2015, Tomo II, página 1221, Materia(s): 
Administrativa, Constitucional, Tesis: 2a./J. 51/2015 (10a.). 

 

121. Por cuanto hace al artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, 

existen los amparos en revisión 658/2009 y 2222/2009, fallados por las 

extintas Primera y Segunda Salas de este Tribunal Constitucional el tres de 

junio de dos mil nueve y el diez de febrero de dos mil diez, por unanimidad 

de votos, respectivamente; precedentes que esta nueva integración 

comparte. 

 

122. También en relación con el artículo 76 del Código Fiscal de la Federación 

se han emitido los criterios aplicables, en lo conducente, que se listan a 

continuación: 

 

• “MULTAS. NO TIENEN EL CARÁCTER DE FIJAS LAS 
ESTABLECIDAS EN PRECEPTOS QUE PREVÉN UNA 
SANCIÓN MÍNIMA Y UNA MÁXIMA”, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Segunda Sala, Novena Época, 
jurisprudencia, Tomo XI, marzo de 2000, página 59, Materia(s): 
Constitucional, Común, Tesis: P./J. 17/2000. 
 

• “MULTAS. LAS LEYES QUE LAS ESTABLECEN EN 
PORCENTAJES DETERMINADOS ENTRE UN MÍNIMO Y UN 
MÁXIMO, NO SON INCONSTITUCIONALES”, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Segunda Sala, Novena 
Época, jurisprudencia, Tomo X, noviembre de 1999, página 31, 
Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 102/99. 

 

• “MULTAS. LOS PRECEPTOS QUE LAS ESTABLECEN ENTRE 
UN MÍNIMO Y UN MÁXIMO, DENTRO DE UN CONTEXTO 
NORMATIVO QUE NO PREVÉ LOS ELEMENTOS QUE DEBE 
VALORAR LA AUTORIDAD PARA FIJAR EL MONTO POR EL 
QUE SE IMPONDRÁN, NO VIOLAN LOS ARTÍCULOS 22 Y 31, 
FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, Semanario Judicial de la 
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Federación y su Gaceta, Segunda Sala, Novena Época, Tesis 
aislada, Tomo XXVI, diciembre de 2007, página 241, Materia(s): 
Constitucional, Administrativa, Tesis: 2a. CLXXIX/2007. 

 

123. En ese orden de ideas, al resultar inoperantes los agravios propuestos por 

la quejosa recurrente por las razones antes apuntadas, no sería posible 

emitir un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico 

nacional, de ahí que no se actualice el segundo requisito para la 

procedencia del recurso de revisión relativo al interés excepcional. 

 

124. Apoya la determinación alcanzada, el criterio contenido en la tesis aislada 

1a. CLXXXIX/2016 (10a.), emitida por la extinta Primera Sala de este 

Tribunal Constitucional, que esta nueva integración comparte, de rubro: 

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SI AL ANALIZAR SU 

PROCEDENCIA SE ADVIERTE QUE CON LA RESOLUCIÓN DEL 

RECURSO NO SE FIJARÁ UN CRITERIO DE IMPORTANCIA Y 

TRASCENDENCIA, DEBE DESECHARSE AUNQUE SE ACTUALICE 

HIPOTÉTICAMENTE UNA CUESTIÓN CONSTITUCIONAL”.24 

 

 
24 Del texto siguiente: “De los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
así como del Acuerdo General Número 9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación deriva que, por regla general, las sentencias que dicten los tribunales colegiados de circuito 
en juicios de amparo directo son inatacables. Sin embargo, por excepción, dichas sentencias serán 
susceptibles de impugnarse mediante el recurso de revisión si el tribunal colegiado de circuito se 
pronunció u omitió hacerlo sobre temas propiamente de constitucionalidad y con su resolución pueda 
fijarse un criterio de importancia y trascendencia. Ahora bien, la constatación de las referidas notas 
de importancia y trascendencia se realiza dentro de un ejercicio sustantivo de valoración, a través 
del cual este alto tribunal plasma su política judicial con la finalidad de lograr la supremacía de dicha 
norma en la vida jurídica del país, reservándose para la resolución de los casos más relevantes para 
el orden jurídico nacional. Así, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima 
que, al revisar la procedencia del recurso de revisión, debe considerarse que el énfasis del análisis 
se ubica en la constatación de la importancia y trascendencia del planteamiento del caso; por tanto, 
aunque la existencia de una cuestión constitucional es relevante, siendo ésta una operación técnica 
en comparación con aquélla, al requerir de la revisión de los conceptos de violación de la demanda 
original y de la sentencia del tribunal colegiado de circuito desde un punto de vista descriptivo para 
constatar la naturaleza de los planteamientos evaluados (de legalidad o de constitucionalidad), no 
debe olvidarse que es un requisito técnico cuyo control debe obviarse si esta Sala verifica que, a 
pesar de actualizarse hipotéticamente una cuestión constitucional, resultaría carente de importancia 
y trascendencia, lo que en muchas ocasiones puede detectarse desde luego con la sola apreciación 
de los temas del caso. Otras veces, por la complejidad y variedad de temas incluidos en un recurso 
de revisión, la Sala deberá verificar, primeramente, la existencia de la cuestión constitucional, como 
ejercicio de identificación previo a evaluar su potencial para la fijación de un criterio de importancia 
y trascendencia. La centralidad que juegan las notas de importancia y trascendencia en un ejercicio 
de valoración y apreciación de esta Sala, frente a la constatación técnica de la existencia de una 
cuestión constitucional -en oposición a la mera existencia de una cuestión de legalidad-, se 
fundamenta en la determinación del Constituyente de reservar la decisión de la admisión del recurso 
a un ámbito de política judicial de este Tribunal Constitucional.” Publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 32, julio de 2016, tomo I, página 327. 
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125. Asimismo, cobra aplicación, en lo 

conducente, el criterio contenido en la 

jurisprudencia 1a./J. 67/2011, emitida por la 

extinta Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, que esta nueva integración comparte, de rubro: 

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. DEBE DESECHARSE POR 

INOPERANCIA DE LOS AGRAVIOS CUANDO, POR UN LADO, SE 

COMBATEN ASPECTOS DE MERA LEGALIDAD Y, POR OTRO, NO SE 

CONTROVIERTE EL PRONUNCIAMIENTO DE CONSTITUCIONALIDAD 

DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO.”25 

 

126. De igual manera, por identidad jurídica, resulta aplicable lo resuelto por la 

extinta Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

jurisprudencia 1a./J. 30/2016 (10a.), que esta nueva integración comparte, 

de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE ESTE 

RECURSO CUANDO LOS AGRAVIOS FORMULADOS POR EL 

RECURRENTE SON INOPERANTES”.26 

 

127. Finalmente, no obsta a la decisión adoptada que el Ministro Presidente de 

este Tribunal Constitucional admitiera el recurso de revisión de que se trata, 

pues ese pronunciamiento no es definitivo ni causa estado, en tanto deriva 

 
25 Del texto siguiente: “El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
jurisprudencia P./J. 46/95, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo II, diciembre de 1995, página 174, sostuvo que la materia del recurso de revisión contra 
resoluciones que pronuncien los tribunales colegiados de circuito en materia de amparo directo, se 
limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. 
Sin embargo, debe precisarse que para la procedencia del recurso no basta la decisión del tribunal 
colegiado al resolver la cuestión de constitucionalidad planteada, pues en todo caso la materia y 
objeto de los agravios en la revisión deben estar orientados a controvertir dicha decisión. Así, es 
inconcuso que procede desechar el recurso de revisión si a pesar de existir una decisión de dicho 
tribunal respecto a las cuestiones propiamente constitucionales, los agravios expresados por la 
recurrente resultan inoperantes en tanto que, por un lado, sólo atacan aspectos de mera legalidad y, 
por otro, no controvierten la decisión referida.” Publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. Tomo XXXIV, Julio de 2011, página 278. 
26 Del texto siguiente: “Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 81, fracción II, de la Ley de Amparo, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como al Acuerdo General Número 9/2015, del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la procedencia del recurso de revisión en amparo 
directo tiene un carácter excepcional, esto es, sólo procede si existe alguna cuestión de 
constitucionalidad y, además, si ésta entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia, 
es decir, cuando: i) se trate de la fijación de un criterio novedoso o de relevancia para el orden jurídico 
nacional; o, ii) lo decidido en la sentencia recurrida pudiera implicar el desconocimiento u omisión de 
un criterio sostenido por este alto tribunal.  De ahí que el recurso de revisión en amparo directo es 
improcedente cuando los agravios formulados por el recurrente sean inoperantes, toda vez que no se 
fijará un criterio de relevancia para el orden jurídico nacional”. Publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, libro 31, junio de 2016, tomo I, página 558. 
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de un examen preliminar; por consiguiente, si con posterioridad se advierte 

que el recurso de revisión interpuesto es improcedente, éste debe 

desecharse. 

 

128. Sustenta lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia P./J. 19/98, 

emitida por la anterior integración del Pleno de este Tribunal Constitucional, 

que esta nueva integración comparte, de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO. 

NO ES OBSTÁCULO PARA EL DESECHAMIENTO DE ESE RECURSO, 

SU ADMISIÓN POR EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE 

JUSTICIA DE LA NACIÓN”.27 

 
VI. REVISIÓN ADHESIVA 

 

129. En las condiciones anotadas, dada la improcedencia del presente recurso 

de revisión, con fundamento en el artículo 82 de la Ley de Amparo, se 

declara sin materia la revisión adhesiva interpuesta por la autoridad tercera 

interesada, en virtud de que en el caso ha desaparecido la condición a la 

que estaba sujeto el interés de la parte recurrente adherente, consistente 

en reforzar el fallo recurrido.  

 

130. Al respecto, cobra aplicación lo sustentado en la jurisprudencia 2a./J. 

126/2006, emitida por la extinta Segunda Sala de este Tribunal 

Constitucional, que esta nueva integración comparte, de rubro: “REVISIÓN 

ADHESIVA EN AMPARO DIRECTO. PARA QUE SEA PROCEDENTE 

TAMBIÉN DEBE SERLO LA PRINCIPAL”.28 

 

VII. DECISIÓN 

 

131. En tales consideraciones, al resultar inoperantes los agravios hechos valer, 

es claro que la cuestión de constitucionalidad subsistente no daría lugar a 

un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico 

 
27 Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo VII, marzo de 
1998, página 19.  
28 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIV, 
septiembre de 2006, página 301. 
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nacional por lo que dicho asunto es 

improcedente y, por consiguiente, debe 

desecharse. 

 

132. En consecuencia, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación; 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO. Se desecha el recurso de revisión a que este toca se refiere. 

 

SEGUNDO. Queda firme la sentencia recurrida. 

 

TERCERO. Se declara sin materia la revisión adhesiva. 

 

Notifíquese; conforme a derecho corresponda, devuélvanse los autos a su 

lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto 

concluido. 

 

 

 

En términos de lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento de Sesiones de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y de integración de las listas de asuntos con proyecto de 
resolución, así como de los numerales 112 y 115 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, en concordancia con lo dispuesto en el Acuerdo General 
11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en esta versión pública se 
suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra 
en esos supuestos normativos 


